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1) 


TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 28 de octubre de 1988. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 


ordinaria el próximo martes 19 de noviembre, a la hora 
17, a fin de informarse de los asuntos entrados y consi- 
derar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 


yectos de ley: 


19) 


39) 


49) 


Por el que se declara el derecho de los titulares de 
las pasividades servidas por el Banco de Previsión 
Social (BPS), la Caja de Jubilaciones y Pensiones 
Bancarias, la Caja Notarial de Jubilaciones y Pen- 
siones y la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Pro- 
fesionales Universitarios a percibir sus asignaciones 
de jubilación y pensión ajustadas conforme con la 
variación del Indice Medio de Salarios. 


(Carp. N9 1232/88 - Rep. N* 155/88) 


Por el que se establecen normas para la reapertura 
y reactivación del Frigorífico Nacional. (PREVIO 
INFORME). 


(Carp. N? 371/85) 


Continúa la discusión general y particular del pro. 
yecto de ley por el que se dispone un régimen de 
distribución y administración del fondo presupuestal 
establecido para la realización de Convenios en el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


(Carp. N? 992/87 - Rep. N* 120/88) 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


Por el que se autoriza a licitar la prestación del 
servicio de transporte de pasajeros, carga y enco- 
miendas por vía férrea, en caso de que los mismos 
no sean prestados por AFE. 


(Carp. N? 1035/88 - Rep. N* 121/88) 


59) 


69) 


79) 


89) 


92) 


10) 


Por el que se dispone el traslado de los restos de la 
poetisa uruguaya Delmira Agustini al Panteón Na- 
elonal. 

(Carp. N% 1190/88 - Rep. N* 125/88) 


Continúa la discusión particular del proyecto de ley 
por el que se dispone que las leyes que establezcan la 
necesidad o utilidad pública a los efectos previstos 
en el artículo 32 de la Constitución de la República, 
deberán individualizar los inmuebles a expropiarse 
con indicación de su número de padrón, superficie 
aproximada, departamento y sección judicial de su 
ubicación. 


(Carp. N* 957/87 - Rep. N* 170/87 y Anexo 1/88) 


Discusión general y particular del proyecto de ley por 
el que se aprueba el Acuerdo Interinstituciona] entre 
el Ministerio de Ganaderia, Agricultura y Pesca de 
la República Oriental del Uruguay y la Secretaría 
de Agricultura y Recursos Hidráulicos de los Esta- 
dos Unidos Mexicanos, en relación al Desarrollo y 
la Cooperación Cientifica-Técnica y Económica-Co- 
mercial en materia agropecuaria y forestal e hi- 
dráulica. 


(Carp. N9 1090/88 - Rep. N? 126/88) 


Discusión particular del proyecto de resolución re- 
lacionado con la invitación cursada por el Secretario 
General de las Naciones Unidas, para participar en 
la celebración del cuadragésimo aniversario de la De- 
claración Universal de Derechos Humanos. 


(Carp. N* 1209/88 - Rep. N* 127/88) 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


Por el que se designa con el nombre “Doctor Alber. 
to Barragué”, al Centro Departamental de Salud Pú- 
blica de Tacuarembó. 

(Carp. N? 1198/88 - Rep. N* 136/88: 
Por el que s2 designa con el nombre “Doctor Lo- 
renzo Lombardini” al “Area de Emergencia” del Cen- 


tro Departamental de Salud Pública de Paysandú. 


(Carp. N* 1199/88 - Rep. N? 137/88) 
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11) 


12) 


13) 


14) 


15) 


16) 


17) 


Por el que se desafecta del patrimonio del Estado 
—Ministerio del Interior-- afectándose a título gra- 
tuito a la Intendencia Municipal de Flores, la frac- 
ción de terreno empadronada con el N? 3860, sita 
en la lra. Sección Judicial del departamento de 
Flores. 


(Carp. N* 1197/88 - Rep. N% 143/88) 


Por el que se aprueba el Convenio sobre Cooperación 
Cultura] entre la República Oriental del Uruguay y 
la República Federal de Alemania, suscrito en Bonn 
el 22 de junio de 1987. 


(Carp. N? 1129/88 - Rep. N% 149/88) 


Por el que se declara que los ex-trabajadores del Fri- 
gorífico Nacional (Planta de Puntas de Sayago y Ca- 
sa Blanca), tienen derecho a percibir una indemni- 
zación por haber sido cesados en su actividad labo- 
ral en virtud de lo dispuesto por el Decreto-Ley 
N9 14.810, de 10 de agosto de 1978. 


(Carp. N* 1059/88 - Rep. N? 148/88) 


Por el que se reglamentan los efectos civiles y pena- 
les de la competencia desleal en el ejercicio de la 
actividad industrial o comercial, 


(Carp. N? 740/87 - Rep. N* 157/88) 


Por el que se designa con el nombre “Doctor Elbio 
Rivero Moreno” al Centro Departamental de Salud 
Pública de Maldonado. 


(Carp. N? 1223/88 - Rep. N* 153/88) 


Mensajes del Poder Ejecutivo por los que solicita ve- 
nia para exonerar de sus cargos a: 


Un funcionario del Ministerio de Defensa Nacional 
—Dirección General de Infraestructura Aeronáuti- 
ca. (Plazo Constitucional vence el 3 de noviembre 
de 1988— Carp. N? 1193/88 - Rep. N* 147/88). 


Una funcionaria del Ministerio de Educación y Cul- 
tura -- Consejo del Niño. (Plazo Constitucional 
vence el 3 de noviembre de 1988 — Carp. núme. 
ro 1188/88 - Repartido N% 146/88). 


Un funcionario del Ministerio de Trabajo y Segu- 
ridad Social -— Instituto Nacional de Alimentación. 
(Plazo Constitucional vence el 17 de noviembre de 
1988 - - Carpeta N? 1213/88 - Rep. N* 154/88). 


Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 
relacionado con un Mensaje del Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo por el que solicita el envio 
de las actuaciones realizadas respecto a la solicitud 
de venla del Poder Ejecutivo para destituir a un fun- 
cionario del Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas. 


(Carp. N? 408/85 - Rep. N* 158/88) 


LOS SECRETARIOS.” 
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C.S.—3 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: el señor Presidente, doctor Batlle y los se- 
ñores senadores Aguirre, Batalla, Bergara, Bomic de Brun, 
Cadenas Boix, Capeche, Cersósimo, Cigliuti, Fá Robaina, 
Ferreira, Forteza, Garcia Costa, Gargano, Jude, Olazábal, 
Ortiz, Penco, Pereyra, Posadas, Pozzolo, Ricaldoni, Sena- 
tore, Singer, Terra Gallinal, Tourné, YTraversoni, Ubillos 
y Zumarán. 


FALTAN: el doctor Tarigo, en ejercicio de la Presi- 
dencia de la República; con licencia los señores senadores 
Flores Silva, Lacalle Herrera, Martínez Moreno, Rodrí- 
guez Camusso, y con aviso, el señor senador Mederos. 


3) PRESIDENTE DEL SENADO Y DE LA 
ASAMBLEA GENERAL DOCTOR TARIGO 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Ricaldoni) 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). --- Ha- 
biendo número, está abierta la sesión. 


Dése cuenta de una comunicación llegada a la Mesa. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor Presidente de la Asamblea General comuni- 
ca que en el dia de hoy habrá de asumir la Presi- 
dencia de la República”. 


Léase, 
(Se lee: ) 
“Montevideo, 31 de octubre de 1988. 
Señor ler. Vice-Presidente del Senado 
Dr. Américo Ricaldoni 
Presente 
De mi mayor consideración: 


Como es de notoriedad, el Presidente de la Repú- 
blica Dr. Julio Maria Sanguinetti, habrá de ausentarse 
del país en el dia de hoy, debidamente autorizado 
por el Senado, para trasladarse a la República Popular 
China. 


Durante su ausencia, que habrá de extenderse por 
doce días y de acuerdo con la previsión del artículo 
150 de la Constitución de la República, habré de su- 
plirlo en e] cargo, quedando impedido de desempeñar 
las Presidencias del Senado y de la Asamblea General. 


A los efectos previstos en el artículo 94 de la Carta, 
vengo a poner ta] circunstancia en conocimiento ofi- 
cial del Senado. 


Sin otro particular, hago propicia la oportunidad 
para saludar a Ud y a los integrantes de ese Alto 
Cuerpo con mi consideración más distinguida. Dr. 
Enrique E. Tarigo.” 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). -- Se 
convocará al suplente respectivo. 


4) ASUNTOS ENTRADOS 


SENOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 
“Montevideo, 19 de noviembre de 1988. 


La Presidencia de la Asamblea General destina Men- 
sajes del Poder Ejecutivo a los que acompañan los siguien- 
tes proyectos de ley: 


por el que se prorroga la entrada en vigencia del De- 
creto.Ley N? 15.514, de 29 de diciembre de 1983, por el 
término de tres años a contar del 19 de enero de 1989. 


(Carp. N* 1247/88) 
- A. la Comisión de Constitución y Legislación.. 


por el que se autoriza las escalas en el puerio de 
Montevideo de naves de la Armada de la República 
Argentina y se autoriza la salida del país de Perso- 
nal Superior, un buque y una aeronave de la Armada 
Nacional para partícipar en la Décima Operación 
Combinada “Cimarrón X”. 


(Carp. N? 1243/38) 
-—A la Comisión de Defensa Nacional. 


por el que se dispone gue las obras comprendiendo 
casetes, libros hablados, grabaciones sonoras o simi- 
lares producidas para uso de personas ciegas, sean 
beneficiadas con el régimen de circulación gratuita 
a través del Correo, dentro del territorio nacional. 


(Carp. N? 1250/88) 
-——A la Comisión de Educación y Cultura. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rias notas del Tribunal de Cuentas de la República co- 
municando que ha dictado las siguientes resoluciones: 


relacionada con los estados de Situación Patrimonial, 
de Resultados, de Ejecución Presupuestal y de Fuen. 
tes y Usos de Fondos remitidos por la Comisión Ho- 
noraría Administradora del Fondo de Seguros de Sa- 
lud para los funcionarios de OSE. 


relacionada con el Estado de Ejecución Presupuestal 
de la Administración Nacional de Combustibles, Al- 
cohol y Portland, correspondiente al periodo enero- 
junio de 1987. 


--A las Comisiones de Constitución y Legislación y 
de Hacienda. 


La Presidencia de la Asamblea Genera] remite varias 
notas del Tribunal de Cuentas por las gue pone en Co- 


nocimiento las observaciones interpuestas a los siguientes 
expedientes: 


Del Consejo Directivo Cential de la Administración 
Nacional de Educación Pública: relacionada con la 
reiteración del gasto para el pago de tareas de vi- 
gilancia. 


De la Administración Nacional de Usinas y Trasmisio- 
nes Eléctricas: relacionado con la Licitación Pública 
N9 123/87. 


De ja Administración Naciona] de Educación Pública: 
relacionada con la Licitación Pública N? 43/87. 


Del Ministerio de Transporte y Obras Públicas: rela. 
cionada con la Orden de Pago N* 106.939. 


Del Ministerio de Industria y Energia; relacionada 
con reiteración de varias Ordenes de Pago y con 
Ordenes de Entrega. 


Del Ministerio de Economía y Finanzas: relacionadas 
con las Ordenes de Entrega Nos. 100.509, 100.600, 
102.065, 103.478, 103.711 y 102.804, con las Ordenes de 
Pago Especiales Nos. 800.051, 100.491, 100,405, 100.406, 
100.407 y 100.549 y “con la Licitación Pública N* 67/87. 


Del Ministerio de Salud Pública: relacionadas con va- 
rias Ordenes de Entrega, con Licitaciones Públicas 
Nos. 90/88 y 80/80 y con la inclusión de adeudos en 
relación de Déficit, 


Del Banco de Seguros del Estado: relacionado con 
gastos efectuados sin disponibilidad de rubros, 


De la Universidad de la República: (Facultad: de Me- 
dicina) relacionada con compra de papel mimeógra- 
fo y (Facultad de Derecho y Ciencias Sociales) rela- 
cionada con deuda con la firma SEUSA. 


Del Banco de Previsión Social: relacionada con va- 
rias órdenes de pago. 


De la Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado: relacionado con Licitación Pública N9 1847/87, 


De la Dirección Nacional de Comercio y Abasteci- 
miento; relacionada con la compra de materiales a la 
empresa Garino Hnos. $. A. 


—A las Comisiones de Constitución y Legislación y de 


Hacienda. » 


La Presidencia de la Asamblea General remite varios 


Mensajes del Poder Ejecutivo por los que comunica haber 
dictado los siguientes Decretos y Resoluciones: 


por el que se actualizan los valores de las multas de 
origen legal en materia de infracciones a la legisla- 
ción vitivinícola. 


por el que se autoriza la traspusición parcial de ru- 
bros dentro de distintos Programas del Inciso 03 “Mi- 
nisterio de Defensa Nacional”. 


1% de Noviembre de 1988 
por el que se incorpora en el Plan de Inversiones Pú- 
blicas 1988 un proyecto de inversión a financiarse 
con recursos extrapresupuestales, en la Unidad Eje- 
cutora 018 “Dirección de Granos” del inciso 07 “Mi- 
nisterio de Ganadería, Agricultura y Pesca”. 


por el que se aprueba el Presupuesto Operativo y de 
Inversiones de ja Dirección General de Casinos a re- 
gir a partir del 1% de enero de 1988. 


por el que se aprueba el Presupuesto Operativo de 
operaciones financieras de Inversiones del Banco Hi- 
potecario del Uruguay a regir desde el 1% de enero 
de 1988. 


por el que se autoriza a emitir Orden de Entrega a 
favor del Inciso 25 “Administración Nacional de Edu- 
cación Pública” a efectos de financiar sueldos del Pro- 
grama 002 dado el hurto acaecido en la Oficina de 
pagos en la ciudad de Pando. 


por el que se exonera al Centro de Asistencia del Sin- 
dicato Médico del Uruguay (CASMU) del pago de re- 
cargos, excepto el mínimo, del Impuesto Aduanero 
Unico a la Importación, de la Tasa de Movilización 
de Bultos y de Tasas Consulares, para la importación 
de un sistema de aire comprimido. 


por el que se amplían en el Plan de Inversiones Pú. 
blicas 1988, los proyectos de inversión a financiarse 
con recursos extrapresupuestales en Unidades Ejecu- 
torás del Inciso 11 “Ministerio de Educación y Cultu- 
ra”. 


por el gue se amplian en el Plan de Inversiones Pú- 
blicas 1983 el proyecto de inversión a financiarse con 
recursos extrapresupuestales en la Unidad Ejecutora 
“Comando General del Ejército” Inciso 03 “Ministe- 
rio de Defensa Nacional”. 


——Ténganse presente. 


El Poder Ejecutivo remite un Mensaje por el que so- 
licita venia para designar como miembros del Directorio 
del Instituto Nacional del Menor al señor Oscar Anselmo 
Ravecca, como Presidente y a la Sra. Consuelo Beherns 
de Antía y Dr. Juan Miguel Petit como Directores. 


(Carp. N? 1251/88) 
—A la Comisión de Asuntos Administrativos. 


Se repartió a los señores senadures por disposicion 
reglamentaria. 


El Poder Ejecutivo remite Mensajes por jos que so- 
licita venia para exomerar de sus cargos a: 


un funcionario del Ministerio de Industria y Ener- 
gía. 
(Carp. N* 1248/88) 


y a una funcionaria de Ministerio de Educación y 


Cultura, 
(Carp. N9 1249/88) 
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—-4 1 Comisión de Asuntos Administrativos. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil remite infor- 
mación que le fuera solicitada por la Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social relacionada con ¡plantea- 
mientos electuados por funcionarios de la.Administración 
de las Obras Sanitarias del Estado. 


-—:A disposición de la Comisión de Asuntos Laburales 
y Seguridad Social. 


La Suprema Corte de Justicia remite un Mensaje «al 
que acompaña los datos estadisticos correspondientes ¿l 
departamento de Montevideo y a los departamentos del 
interior de la República, referentes a] tercer trimestre del 
año 1988, en relación a Desalojos, acciones de Rebaja de 
Alquiler y Lauzamientos. . 


--Repártase, 


El Ministerio de Industria y Energía acusa recibo úe 
la exposición escrita del señor senador Pedro W. Cersó. 
simo, relacionada con mejoras para el barrio Roberto 
Marino de la ciudad de San José. 


—A disposición del señor senador Pedro W. Cersósimo. 


El Ministerio de Salud Pública acusa recibo de la 
versión taguigráfica de las palabras pronunciadas en Sala 
por el señor senador Luis Alberto Lacalle Herrérá; rela. 
cionadas con la proliferación de inscripciones y "letreros 
en muros y paredes le la ciudad de Montevideo. 


—A disposición del señor senador Luis Alberto Lacalle 
Herrera. 


El Ministerio. de Salud. Pública remite la información 
solicitada por la Comisión de Asuntos Laborales y. Seguri- 
dad Social relacionada con reclamaciones. efectuadas por 
trabajadores de la Industria del Cemento. Portland... - 


—A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad 
Social. 


El Ministerio de Industria y Energía acusa. recibo de 
la exposición escrita formulada por el señor senador Rei- 
naldo Gargano, relacionada con la situación de los cole. 
nos' de la Colonia Juan Gutiérrez en el departamento 
de Paysandú. 


—A disposición del señor senador Reinaldo Gargano. 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas acusa 
recibo de la exposición escrita formulada por el señor 
senador Juan Raúl Ferreira, sobre el estado de la Ruta 
N9 10, en el departamento de Rocha. 


-—A disposición del señor senador Juan Raúl Fe- 
rreira. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los 
siguientes proyectos de ley: 


por el que se establecen normas reguladoras del fun- 

cionamiento de sociedades comerciales, grupos de in- 

terés económico y consorcios. : 
(Carp.-N? 985/87) 


8—C5. 
—A lá Comisión de Constitución y Legislación. 


por él que se declara feriado para la- Villa Fray Mar. 
cos, en el departamento de Florida los días 2, 3 y 4 
de diciembre de 1988, con motivo de los actos cele- 
bratorios del centenario de la fundación de. dicha 
villa. 

(Carp. N9 1246/88) 


—A la Comisión de Constitución y Legislación. 


La Cámara de Representantes remite notas comuni. 
cando la'sanción de los siguientes proyectos de ley: 


por el que se autoriza al Banco Central del Uruguay 
a. acuñar monedas conmemorativas de la Reunión de 
Presidentes de América Latina. 


por el que se autorizan las escalas en el Puerto de 
Montevideo de naves de la Armada de los Estados 
Unidos de América y de la Armada de la República 
Federativa de Brasil, así como la realización de ma- 
niobras navales combinadas con buques de la Arma- 
da Nacional, con motivo de realizarse la Operación 
Unitas XXIX. 


-——Ténganse presente. 


La Cámara de Representantes comunica que aceptó 
la renuncia presentada por el señor representante por 
Montevideo, don Ricardo Lombardo, a partir del 1% de 
noviembre del corriente año. 


: —Térigase presente. 


El señor senador Juan Martín Posadas de conformi- 
dad con ló establecido en el artículo 118 de la Constitu- 
ción solicita se curse un pedido de informes al Ministerio 
de Turismo relacionado con la adjudicación a Medical 
Haternational la prestación de servicios de atención mé. 
dica del pasaporte turistico. 


—Oportunamente fue tramitado. 


La Comisión de Constitución y Legislación eleva in- 
formados los siguientes proyectos de ley: 


por el que se reglamentan los efectos civiles y pe- 
nales de la competencia desleal en el ejercicio de 
la actividad industrial o comercial. 


y por el que se designa con el nombre “Doctor Elbio 
Rivero Moreno” al Centro Departamental de Salud 
Pública de Maldonado. 


-—Fueron repartidos y se incluyeron en el orden del 
día. 


La Comisión de Asuntos Administrativos está en 
condiciones de informar sobre el Mensaje del Tribunal de 
lo Contencioso Administrativo por el que solicita el en- 
vío de las actuaciones realizadas respecto a la solicitud 
de venia del Poder Ejecutivo para destituir de su cargo a 
un funcionario del Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas. 


—"Fue. repartido y se incluyó en el orden del día. 
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La Comisión de Industria y Energía integrada con 
dos miembros de la Comisión de Constitución y Legisla- 
ción eleva con informe el proyecto de ley por el que se 
establecen normas para la reapertura y reactivación del 
Frigorífico Nacional. 


(Carp. N* 371/85) 


—Repártase.” 


3) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Dése cuenta de una solicitud de licencia llegada a la 
Mesa. 


¡Se da de la siguiente: ) 


“El señor senador Flores Silva solicita licencia por el 
término de diez días.” 


—Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, martes 19 de noviembre de 1988, 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Enrique E. Tarigo 
Presente. 


Por la presente solicito a Ud. se me conceda licencia 
hasta el día 10 del corriente mes, por encontrarme fuera 
del país. 


Sin otro particular saluda á Ud. muy atte., 

Manuel] Flores Silva. Senador.” 
—Se va a votar.. 
(Se vota:) 


18 en 18, Afirmativa. UNANIMIDAD. 


6) DOCTORA ALBA ROBALLO. 
55 años de actividad política. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
El Senado entra a la hora previa para la que están ano- 
tados los señores senadores Penco, Aguirre y Ferreira. 


Tiene la palabra el señor senador Penco. 


SEÑOR PENCO. -- Señor Presidente: inicialmente 
pensábamos hacer uso de la palabra en la media hora 
final, pero en virtud de lo nutrido del orden del dia y 
de la importancia de los puntos que lo integran, en par- 
ticular el proyecto de ley que declara el derecho de los 
titulares a las pasividades servidas por el Banco de Pre- 
visión Social y otros organismos que prestan servicios si- 
milares, hemos preferido inscribirnos en esta hora previa 
y hacer uso úe la palabra en relación con un hecho al 
que le otorgamos particular significación, 
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El domingo pasado sus compañeros, sus amigos, sus 
eorreliglonarios, celebramos 55 años de actividad política 
de la doctora Alba Roballo, que fue integrante de este 
Cuerpo. Profesora, abogada, politica, parlamentaria, de- 
sarrolló una muy intensa actividad pública a lo largo de 
estas décadas, 


Se recibió de abogada, otorgandosele medalla de oro; 
se desempeñó como profesora de filosofía en la enseñan- 
za media, fue asesora jurídica del Ministerio de Hacien- 
da y destacada penalista en el ejercicio de su profesión. 


Fundó dos publicaciones en su tarea periodística, ini- 
clada en 1946, “Mujer Batllista” y el semanario “Pregón”. 
Su carrera pública comienza con la presidencia de los 
Institutos de Asignaciones Familiares, creando la ley de- 
finitiva del Consejo Central durante la Presidencia de 
don Luis Batlle Berres en 1947 y fundando sus e:empla- 
res servicios sociales, las primeras policlínicas materno- 
infantiles y beneficios de previsión y recuperación asi 
como la prevención sanitaria para sus beneficiarios. 


Fue la primera mujer que ocupó cargos de dirección 
en Cajas de Jubilaciones, Vicepresidente entre los años 
1951 y 1954, en representación de ja Lista 15. 


Fue también titular del Concejo Departamental de 
Montevideo, en elección directa, como Vicepresidente, ejer 
ciendo en varias oportunidades la Presidencia de ese 
organismo municipa!. Se destacó en la gestión del gobier- 
no departamental por las iniciativas de creación de los 
actuales departamentos de Asistencia Social e Instrue- 
ción Pública, por la modificación del régimen de Asig- 
naciones Familiares, actividades insalubres del trabajador 
municipal, creación de un importante fondo de ayuda 
social y del servicio fúnebre gratuito para el vecindario 
indigente. Su gran inquietud social se centró en la recu- 
peración de barrios insalubres y en la creación de una 
unidad de viviendas para sustituir a las de mayor pre- 
cariedad y miseria con 500 unidades, escuelas, clínicas 
de primeros auxilios, bibliotecas y demás servicios de un 
centro cívico ideal —Ja llamada Unidad Casavalle-— 
así como la organización de servicios semejantes en diez 
unidades de los llamados barrios municipales. Los servi. 
cios de cultura municipal tuvieron en su preocupación 
un impulso original: la creación de bibliotecas, becas, li. 
bros, entrega de libros a los escritores y artistas plásti- 
cos, la recuperación del Salón Municipal de Artes Plás.- 
ticas y un servicio ambulante de cultura, cine, teatro, 
exposiciones y conciertos en los barrios más apartados 
de la ciudad. 


Fue también senadora en 1958 e integró y presi. 
dió las Comisiones de Previsión Social e Instrucción Pú- 
blica de este Cuerpo, especializaciones de su preferencia 
a lo largo de su intensa y prolongada actividad pública. 
En el Parlamento su tarea fue relevante, presentando 
proyectos de ley de previsión social, y de recuperación 
de pueblos integrados por viviendas totalmente insalu- 
bres. 


Actuó en el periodismo radial y viajó por América 
para estudiar experiencias sociales y laborales, recorrien- 
do México, Chile, Brasil, Cuba, Bolivia y Costa Rica. De- 
dicada enteramente a la política, no abandonó nunca sus 
inquietudes literarias, publicando varios libros de poesías, 
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Además de sus conferencias sobre Doña Bernardina Fra- 
goso de Rivera, Alfonsina Storni, María Eugenia Vaz 
Ferreira, Delmira Agustini y Gabriela Mistral, mujeres 
eminentes en la historia y en la literatura latineameri- 
Cana. 


Reelecta senadora en las elecciones de 1966, fue de- 
signada Ministra de Cultura el 2 de mayo de 1988, sien. 
do la primer mujer que ocupó este tan alto cargo en nues. 
tro país. Renunció al Ministerio el 13 de junio de ese año 
a raíz de la implantación de Medidas Prontas de Segu- 
ridad. Se reintegró al Senado y fue elegida Vicepresiden. 
te del Cuerpo. 


En 1971 abandonó el lema tradicional en que habia 
militado toda su vida y pasó a formar parte del Frente 
Amplio, y fue una de las oradoras en el primer acto pú 
blico de la coalición, el 26 de marzo de ese año. Inte- 
grante de la Mesa Política del Frente Amplio desde hace 
17 años ha sido dirigente y Secretaria General del Ma- 
vimiento “Pregón” Julio César Grauert, que ella enca- 
beza. 


Nosotros hemos querido aportar hoy al Senado estas 
palabras que entendemos de justicia, en la medida en 
que el homenaje que le hemos tributado sus compañe- 
ros, Sus amigos y sus correligionarios el pasado domingo 
es un hecho que está también por encima de los lemas 
partidarios, porque la doctora Alba Roballo forma parte 
de las mejores tradiciones del país. 


Nada más, señor Presidente. 


7) INSTITUTOS DE DEMOCRACIA DIRECTA 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador Aguirre. Ñ 


SENOR AGUIRRE. — Señor Presidente: hemos so- 
licitado la palabra en la hora previa a efectos de reali- 
zar una exposición técnico-jurídica de interpretación de 
las normas constitucionales sobre dos aspectos: Jas que 
regulan las competencias de la Corte Electoral en ma. 
teria de los actos de referéndum y plebiscito y las rela. 
tivas a las facultades que tiene el Parlamento para re- 
glamentar por ley las competencias de la Corte Electoraj 
en esta materia. 


Las normas constitucionales al respecto son el cone- 
cido artículo 79 — inciso segundo— que imstituye el re. 
curso de referéndum contra las leyes y que faculta al 
legislador la reglamentación de este instituto, por ley 
sancionada por mayoría absoluta de componentes de cada 
una de las Cámaras, los artículos 304 y 305 de la Cons. 
titución de la República, que instituyen el recurso de 
referéndum contra los decretos de los Gobiernos Depar- 
tamentales y la iniciativa popular en asuntos de interés 
local; y el artículo 322, que regula las competencias de 
la Corte Electoral. 


Como el inciso segundo del articulo 79 se está ma. 
nejando continuamente —por razones de pública noto- 
riedad— me limitaré a leer lo que expresan los artícu. 
los 304 y 305 de la Constitución de la República. 


3-08. 


El articulo 304 dice: “La ley, por mayoría absoluta 
de votos del total de componentes de cada Cámara, re- 
'Blamentará el referéndum como recurso contra los de- 
eratos de las Juntas Departamentales. 


También podrá la ley, por mayoría absoluta de vo- 
tos del total de componentes de cada Cámara, instituir y 
reglamentar la iniciativa popular en materia de Gobier- 
no Departamental”. 

" Pot su parte, el artículo 305 establece: “El quince 
por ciento de los inscriptos residentes en una localidad 
o circunscripción que determine la ley, tendrá el dere- 
cho de iniciativa ante los órganos del Gobierno Departa. 
mental en asuntos de dicha jurisdicción”. 


Por otro lado, el artículo 322 de la Constitución de 
Ya República —el único que se refiere a las competen- 
cias de la Corte Electoral — establece que, además de las 
que le señale la ley —se trata de un órgano cuyas com- 
'petencias pueden ampliarse por ley— la Corte Electoral 
tiene las siguientes facultades: 


“A) Conocer en todo lo relacionado con los actos 
y procedimientos electorales. 


B) (Ejercer la superintendencia directiva, correc- 
cional, consultiva y económica sobre los órganos elec- 
torates. 


C) Decidir en última instancia sobre todas las 
apelaciones y reclamos que se produzcan, y ser juez 
de las elecciones de todos los cargos electivos, de los 
actos de plebiscito y referéndum”. 


Por consiguiente, las facultades que posee el Parla- 
mento cuando reglamenta estos institutos de democracia 
directa -—el referéndum y el plebiscito— no pueden ser 
otras que las de llenar vacíos constitucionales. Por ejem. 
plo, establecer cuál es el efecto de la interposición del 
“recursd, os decir, si éste tiene o no efecto suspensivo, la 
formá dé votar en un acto de plebiscito o de referéndum 
“y el efecto que puede tener el pronunciamiento sobre el 
acto jurídico recurrido. Por supuesto que entre las facul. 
“tades reglamentarias del Parlamento no puede contarse 
la' de modificar competencias constitucionales, sean las 
“de la :Cotte Electoral o las de otros órganos. Así, por 
ejemplo, sería inconstitucional una ley reglamentaria que 
le asignara a la Corte Electoral facultades del Poder Ju- 
dicíal, como sería la de declarar inconstitucional la ley 
que estuviera sometida al recurso de referéndum y, por 
ende, declarar al mismo tiempo que no procedería el re- 
feréndum. También sería inconstitucional una ley que 
le quitara 'a la Corte Electoral las atribuciones que tiene 
en esta materia por mandato constitucional, como la de 
ser juez" del referéndum. 


¿Qué ' atribuciones tiene la Corte Electoral, excepto 
las de carácter jerárquico sobre sus oficinas, que la Cons. 
titución ' califica de superintendencia en diversos órde- 
nes? Por un lado, tiene competencias sobre los actos y 
procedimientos electorales, ámbito en que la competencia 
es doble: de acuerdo con el literal A), organizarlos, es 
decir, toda la función administrativa relacionada con 
ellos; y su otra atribución es la de ser juez lo que im- 
plica proclamar el resultado del acto electoral y los ciu- 
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dadanos electos para los distintos cargos electivos. Se tra- 
ta, en este caso, del ejercicio de función jurisdiccional. 


Por el contrario, en el plebiscito y el referéndum la 
Corte Electoral tiene, si, la facultad de ser juez de dichos 
actos, concretamente, del acto de la votación en los mis. 
mos. No tiene la facultad constitucional de organizarlos, 
en primer lugar porque la Constitución no lo dice -—-lo 
dice respecto de los actos electorales, pero no con rela- 
ción a los de plebiscito y referéndum-— y, en segundo 
término, porque ellos no son actos electorales, lo cual 
resulta obvio, El plebiscito es un acto en el cual se pro: 
nuncia el Cuerpo Electoral para dar validez a los pro. 
yectos de reforma constitucional y transformarlos efecti. 
vamente en normas constitucionales vigentes. El referén. 
dum, a su vez, no es un acto electoral, sino un recurso 
contra los actos legislativos, tanto los nacionales —las 
leyes— como los departamentales, para que el Cuerpo 
Electoral los deje sin efecto y les quite su validez jurí- 
dica. 


La consecuencia es que la Corte Electoral no tiene 
competencia constitucional en materia de organización 
de plebiscitos y de actos de referéndum. La ley regla. 
mentaria, pues, puede asignar estas competencias a la 
Corte Electoral o negárselas, sin violar la Constitución 
de la República. 


Esta opinión que vierto desde el punto de vista doc. 
trinario —si se quiere llamar así-— no es nueva, no la 
ha inventado quien habla, no es una tesis de circunstan. 
cias; es una tesis que terminantemente sentó el doctor 
Héctor Gros Espiell en su obra de tesis, por la que ac- 
cedió al cargo de profesor agregado de Derecho Consti. 
tucional en la Facultad de Derecho, en 1959. En su obra 
“La Corte Electoral”, en la página 291, escribió hace 
29 años el doctor Gros Espiell: “El apartado a) del ar- 


«tículo 322 asigna a la Corte Electoral una competencia 


referida a los actos y procedimientos electorales. Pero 
como el apartado c) del mismo artículo establece como 
atribución de dicho órgano la de ser juez de las eleccio- 
nes de todos los cargos electivos y de los actos de ple- 
biscito y referéndum, es útil determinar si la competen. 
cia genérica del apartado a), incluye la intervención de 
la Corte en la realización de estos actos de gobierno di- 
recto, o si, en cambio, respecto de ellos, la Corte Electo. 
ral tiene únicamente la atribución prevista en el apar- 
tado c) del citado artículo. Conceptuamos que esta úl 
tima solución es la correcta. En primer término, por el 
concepto mismo de acto electoral que, como se reconoce 
unánimemente en la doctrina, es distinto y no incluye 
los procedimientos de gobierno directo, en los que si bien 
actúa el Cuerpo Electoral y se realizan, al igual que el 
acto electoral, mediante la emisión del voto, no hay en 
forma alguna, una manifestación de voluntad dirigida 
a elegir. Y en un segundo lugar, porque el apartado c) 
del artículo 322 distingue con claridad, aceptando este 
criterio unánime de la doctrina, entre la competencia de 
ser juez de las elecciones y la de ser juez de los actos 
de plebiscito y referéndum, con lo cual se afirma radi. 
calmente la distinción entre los conceptos de acto elec. 
toral y actos de plebiscito y referéndum. En consecuen- 
cia, la competencia constitucional de la Corte frente a 
los actos de plebiscito y referéndum,” —afirmaba el doc- 
tor Gros Espiell-— “queda limitada estrictamente a ser 
juez de los mismos, sin perjuicio, naturalmente, de que 
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la ley pueda ampliar esta atribución de acuerdo con la 
previsión del inciso 1% del articulo 322”. 


Más adelante decía ei doctor Gros Espiell: “La ley 
orgánica municipal, de 28 de octubre de 1935, no asignó 
en forma expresa ninguna competencia a la Corte Elec- 
toral a este respecto. Tan sólo el artículo 76 dispuso en 
su inciso 2%: “Corresponderá al Intendente, por medio de 
la Junta Electoral, disponer todo lo necesario para que 
el referéndum se efectúe' y el artículo 79, referente a 
la Iniciativa Popular estableció que el Intendente proce- 
derá en esta materia de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 76'. De acuerdo con estas normas la orga- 
nización de los actos de referéndum era una competen. 
cia del Intendente”. 


Luego, continuaba diciendo Gros Espiel: “La Cons- 
titución de 1952 no derogó en forma expresa la ley de 
1935 y consiguientemente solo ha habido derogación tá- 
cita de las normas incompatibles con el nuevo texto 
constitucional. En materia de referéndum y de iniciativa, 
no ha existido derogación y con la salvedad de que las 
Intendencias han sido sustituidas por Concejos, los ar- 
ticulos 74 y 79 de la ley citada pueden conceptuarse, aun- 
que anteriores a] texto constitucional, normas reglamen- 
tarias del mismo. Por consiguiente la intervención de la 
Corte Electora] y de las Juntas en los referéndums y 
las iniciativas populares en materia departamental, está 
planteada en la actualidad en los mismos términos en 
que la situó la ley de 1935, ya que aún no se ha dictado 
ninguna nueva ley a este respecto”. 


Y agregaba el doctor Gros Espiel algo que resulta 
de muchisimo interés, en mi opinión. “En el proyecto de 
ley elevado por el Poder Ejecutivo a la Asamblea General 
en el año 1953, reglamentando las disposiciones constitu- 
cionales referentes 21 referéndum y a la iniciativa po- 
pular en el orden municipal, se amplian y se concretan 
las atribuciones en esta materia”. Recuerdo que aquel 
Poder Ejecutivo estaba integrado por juristas de la talla 
de Martin Echegoyen y de Alvaro Vargas Guillemette, 
entre otros, y que su secretario era el doctor Eduardo 
Jiménez de Aréchaga. 


Prosigue así el doctor Gros Espiell: “Así, el artículo 
59 hace competente a la Corte Electoral para pronunciar- 
se sobre el lugar de inscripción de los ciudadanos recu- 
rrentes y la autenticidad de las firmas de los mismos, 
luego que el recurso se ha interpuesto ante el Concejo 
Departamental (Art. 4%)”. Y aquí viene lo más impor- 
tante: “La Corte deberá pronunciarse dentro de los trein- 
ta dias y si no lo hiciera se dará por admitido el recur- 
so (Art. 6%)” 


Finalmente y con esto concluyo- decía el doctor 
Gros Espiell: “Esta reglamentación plantea con carácter 
general, la cuestión de determinar qué amplitud tienen 
las competencias de la Corte como juez de los actos de 
plebiscito y referéndum. Ya se ha señalado que la Cor- 
te Electoral no posee frente a estos actos la atribución 
genérica que tiene con respecto a los actos electorales 
(Art. 332, ap. a), ya que su competencia se limita 
a la de ser juez de los actos de votación de carácter 
no electoral (Art. 322, ap. e). Por tanto, mientras la ley 
no le asiene a este respecto, dentro de los limites cons- 
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titucionales, otras competencias, la Corte sólo puede ejer- 
cer la que prevé el apartado c) del articulo 322.” 


He terminado, señor Presidente. 


8) INDUSTRIA HOTELERA. 
Situación de sobreendeudamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaidoni). 
Tiero la palabra el señor senador Ferreira, 


SEÑOR FERREIRA. -- Voy a ser muy breve, señor 
Presidente, entre obras cosas porque estoy afónico desde 
el miércoles pasado. 


En una de las últimas sesiones ordinarias del mes 
pasado, el Senado resolvió, a propuesta de quien habla, 
la formación de una Comisión Especial para tratar el 
tema del sobreengdeudamiento del sector hotelero. Creo 
que el voto unánime del Senado para integrar esta Comi- 
sión reconocia la gravedad del hecho, En esa oportuni- 
dad exhortamos a la Mesa a agilitar lo más posible los 
trámites para poder constituir al día siguiente esa Comi. 
sión Especial, ya que vencian algunos plazos y podría Me- 
garse, incluso, a la ejecución de algunas de las empresas 
turisticas involucradas. 


Desde ese día, prácticamente he estado molestando a 
diario a la Mesa y al señor Secretario para preguntarles 
si se había integrado esa Comisión. Sin embargo, venció 
el plazo de las sesiones ordinarias del mes pasado sin que 
se constituyera dicho grupo de trabajo. Confieso que esta 
situación me desilusionó un poco, y me parece que €s 
difícij pensar que podamos llegar a auxiliar a algunas de 
estas pequeñas y medianas empresas antes de la ejecu- 
ción cuando para sugerir log nombres de quienes van a 
representar a los partidos, mos pasamos tanto tiempo. 


Señalo que algunas empresas ya han recibido los ce- 
dulones, y el Senado que resolvió por unanimidad Cre2r 
una Comisión para atender sus problemas, todavia no se 
ha puesto de acuerdo sobre quiénes la van a integrar. 


Reitero que me decepcionó algo el hecho de que no 
se pudiera instalar la Comisión durante el pasado Perío. 
do de Sesiones. Sin embargo, se me aseguró que eso se 
haria en la primera sesión ordinaria de este mes. Y en 
el día de hoy, cuando consulto nuevamente a la Mesa, se 
me informa que las bancadas todavía no han hecho lle. 
gar los nombres de los legisladores que integratían esa 
Comisión. Confieso que a esta altura, me parece que el 
tema, dicho en criollo, pasa de castaño a oscuro. Entiendo 
que la imagen del Parlamento se empobrece un poco si 
demuestra que no tiene capacidad ni siquiera para re- 
solver quiénes van a integrar una Comisión para tratar 
un tema tan delicado. A este ritmo, o bien instalamos 
la Comisión en el día de hoy o revocamos la resolución 
y no la formamos porque, a mi juicio, estamos dando una 
impresión un tanto pobre del Cuerpo. 


Aclaro que no me he apresurado a hacer público es- 
te planteo; lo he hecho después de cuatro o cinco sesio- 
nes del Senado en las que me he aproximado a la Mesa 
para saber sí se pueden hacer las consultas pertinentes 
con las tres bancadas a fin de dejar constituido algo 
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que no debería demorar más de 15 ó 20 minutos, y que 
al Senado de la República le ha insumido más de un 
mes. 


Hago esta exhortación, señor Presidente, a todas las 
bancadas y a la Mesa, para que en el curso de la sesión 
de hoy nos pongamos de acuerdo en quiénes represen- 
tarán a los distintos partidos a efectos de dejar insta- 
lada esta Comisión Especial para que comience a sesio- 
nar esta misma semana. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


9) ASIGNACIONES DE JUBILACIONES Y 
PENSIONES. Regularización de los ajustes 
aplicados al 1? de abril de 1985. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Américo Ricaldoni). — 
El Senado cntra al orden del día con la consideración 
del asunto que figura en primer término: “Proyecto de 
ley por el que se declara el derecho de los titulares de 
las pasividades servidas por el Banco de Previsión So- 
cial (BPS), Ja Caja de Jubilaciones y Pensiones Banta- 
rias, la Caja Notarial de Jubilaciones y Pensiones y la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Uni- 
versitarios a percibir sus asignaciones de jubilación y pen- 
sión ajustadas conforme con la variación del Indice Medio 
de Salarios. (Carp. N9 1232/88 - Rep. N* 155/88)”. 


tAntecedentes:) 


“Carp. N? 1222/88 
Rep. N% 155/88 


CAMARA DE 
REPRESENTANTES 


La CAMARA DE REPRESENTANTES, en sesión de 
hoy, ha sancionado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% -- Declárasc el derecho de los titulares 
de las pasividades servidas por el Banco de Previsión So- 
cial (BPS), la Caja de Jubilaciones y Pensiones Banca- 
rias, la Caja Notarial de Jubilaciones y Pensiones y la 
Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Uni- 
versitarios a percibir sus asignaciones de jubilación y pen- 
sión ajustadas conforme con la variación del Indice Mec- 
dio de Salarios, en función de lo dispuesto por el ar- 
tículo 73 del llamado Acto Institucional N? 9, de 23 de 
octubre de 1979, y el artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 
de diciembre de 1968. 


Art. 22 - Los organismos indicados en el articulo an- 
terior reliquidarán dentro de un plazo de treinta dias, a 
contar desde la fecha de promulgación de la presente 
ley, las jubilaciones y pensiones que fueron ajustadas al 
19 de abril de 1985 con un índice de revaluación inferior 
al 66,10 % (sesenta y seis con diez por ciento) que legal- 
mente correspondía. 


El pago de las pasividades reliquidadas de conformi- 
dad con lo dispuesto precedentemente, se verificará den- 
tro de los sesenta días siguientes a la fecha de promul- 
gación de esta ley. 
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Art, 39 Los haberes correspondientes al periodo 
comprendido entre el 19 de abril de 1985 y la fecha de 
pago del ajuste prescripto en el articulo anterior, serán 
abonados a partir del 19 de enero de 1989 en hasta vein- 
ticuatro cuotas mensuales, iguales y consecutivas. 


Art, 4% — Lo dispuesto en los articulos precedentes no 
será de aplicación a las pasividades que fueron ajustadas 
al 19 de abril de 1985 con un indice de revaluación supe- 
rior al 66,10% (sesenta y seis con diez por ciento). 

Art. 59 Comuníquese, etc. 

Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes. 
en Montevideo, a 4 de octubre de 1988, 


Ernesto Amorín Larrañaga 
Presidente 


Héctor S. Clavijo 
Secretario 


CAMARA DE SENADORES 
Comisión de Asuntos 
Laborales y Seguridad Social 


INFORME 
Al Senado: 


La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad So- 
cial ha analizado exhaustivamente con la presencia de 
representantes del Poder Ejecutivo, Ministerio de Trabajo 
y Seguridad Social, el proyecto venido de la Cámara de 
Representantes, estableciendo normas para la reliquida- 
ción de las asignaciones de jubilaciones y pensiones que 
fueron ajustadas al 1? de abril de 1985, con un indice de 
revaluatión inferior al 66,10 % que legalmente correspon- 
día en función de las normas vigentes en ese momento 
(artículo 73 del llamado Acto Institucional N% 9, de 23 
de octubre de 1979 y artículo 39 de la Ley N? 13.728, de 
17 de diciembre de 1968). 


La trascendencia del tema y su pública discusión, 
avalada por las posiciones adoptadas por todos los parti- 
dos políticos del país, eximen a la Comisión de extender- 
se sobre los sólidos fundamentos jurídicos que abonan 
esta ley interpretativa. Todo elo sin perjuicio de las ra- 
zones que verbalmente formularán los suscritos senadores 
ante el Plenario del Cuerpo. 


Sala de la Comisión, a 18 de octubre de 1988. 


Juan Raúl Ferreira, Walter Olazábal, Uruguay Tour- 
né, Alberto Zumarán. Miembros Informantes. Sena- 
dores. 


ANTECEDENTES CAMARA DE REPRESENTANTES 
PROYECTO DE LEY 


Articulo 19 — Facúltase a] Poder Ejecutivo a pagar 
las asignaciones de jubilación, pensión y pensión a la 
vejez servidas por el Banco de Previsión Social, que el 19 
de abril de 1985 debieron ser ajustadas por el Indice Me- 
dio de Salarios, establecido de conformidad a lo dispuesto 
en el artículo 39 de la Ley N? 13.728, de 17 de diciembre 
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de 1968, pero que lo fueron en una cantidad menor por 
asi haberlo dispuesto el Decreto del Poder Ejecutivo nú- 
mero 137/985, de 12 de abril de 1985, en la forma que se 
establece en el artículo 39. 


Art. 22 — Facúltase al Poder Ejecutivo, de idéntica 
forma, a pagar la reliquidación de las asignaciones re- 
feridas en el articulo. anterior, que debieron reajustarse 
el 19 de abril de 1986; 1% de abril de 1987 y 1? de abril 
de 1988. 


Art. 32 Los haberes resultantes como consecuencia 
de lo dispuesto en los artículos 1% y 2%, serán abonados 
a sus beneficiarios, conjuntamente con su jubilación O 
pensión en veinticuatro cuotas iguales, mensuales y con. 
secutivas, a partir del mes siguiente a la entrada en vi- 
gencia de esta ley. 


Art. 44 — Quedan excluidas de estas reliquidaciones 
las asignaciones ajustadas el 1? de abril de 1985 con un 
índice superior a] legal del 66,10% (sesenta y seis con 
diez por ciento). 


Art. 5% —- Comuniquese, etc, 
Montevideo, 19 de mayo de 1988. 


Elías Porras Larralde, Representante por Colonia; Luis 
Ituño, Representante por Montevideo; Héctor Goni 
Castelao, Representante por Flores; Numa Aguirre 
Corte, Representante por Durazno; Edgard Boniila, 
Representante por Maldonado; León Morelli, Repre- 
sentante por Montevideo; Alfonso Requiterena Vogt, 
Representante por Rio Negro; Gustavo Varela, Repre- 
sentante por Canelones; Orosmán Martinez, Repre- 
sentante por Canelones; Walter R. Santoro, Repre- 
sentante por Canelones. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


D El 9 de julio de 1986 el Poder Legislativo san- 
cionó, en vía interpretativa, un proyecto de ley sobre el 
régimen de movilidad de las pasividades, estableciendo 
que el sistema vigente entonces, artículo 73 del Decreto 
Institucional N? 9, de 23 de octubre de 1979, es de apli- 
cación preceptiva y que lo establecido en la parte final 
del citado artículo 73, con la redacción dada por el ar- 
tículo 11 del Decreto Institucional N* 13, de 12 de octu- 
bre de 1982 sobre las facultades del Poder Ejecutivo a 
establecer índices diferentes o diferenciales, así como 
adelantos a cuenta del ajuste anual. No puede afectar o 
disminuir los incrementos previstos en la norma general. 
El Poder Ejecutivo, en la misma fecha, observó. total. 
mente dicho proyecto de ley, en ejercicio de la facultad 
acordada por el artículo 137 de la Constitución, soste- 
niendo: 


1) Que el mismo carece de iniciativa del Poder Eje- 
cutivo, contraviniendo el artículo 86 de la Constitución, 
que se la reserva expresamente, tratándose de ““aumen- 
tos de retiros o pensión” o “beneficios jubilatorios”. 


2) Que ha querido soslayarse la evidente inconsti. 
tucionalidad del proyecto —en cuanto significa gastos y 
aumenta retiros y pensiones sin iniciativa previa del Po- 
der Ejecutivo— calificándolo de “Ley Interpretativa”. 
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3) Que en realidad, bajo la apariencia de una “in- 
terpretación”, existe el propósito de conferir carácter 
retroactivo a una nueva ley, volviendo impérativó con: 
ceder determinado nivel de aumentos cuando la disposi. 
ción presuntamente interpretada faculta al Poder “Eje. 
cutivo a otorgarlos o no, de acuerdo a las posibilidades 
económicas de la República, añadiendo un “aspecto com: 
petencial e imputa un origen formal de Decretos del Po. 
der Ejecutivo, a los Decretos Institucionales Nos. 9 y 13 
de 23 de octubre de 1979 y 12 de octubre de 1982, res- 
pectivamente. 


Concluye poniendo en conocimiento a la Asamblea 
General que está dispuesto, en su caso, a “accionar ante 
la Suprema Corte de Justicia para obtener la declara. 
ción de inconstitucionalidad pertinente” (inciso primero 
del artículo 258 y concordantes de la Constitución y Ley 
N9 13.747, de 10 de julio de 1969). 


Finalmente, el Poder Ejecutivo, pone en conocimien 
to de la Asamblea General que está dispuesto a enviar 
una iniciativa legislativa que ponga límites a su discre. 
cionalidad en la materia. 


ID) La Ley N* 15.900, de 21 de octubre de 1987, 
ratificó la norma legal y la no discrecionalidad del Po. 
der Ejecutivo para fijar índices diferentes o diferencia. 
les de menor cuantía que el determinado para el Indice 
Medio de Salarios. 


111) El Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 
a mediados del pasado año 1987, dictó una serie de fallos 
que tuvieron como objeto decidir sobre la legalidad o 
no del Decreto del Poder Ejecutivo N? 137/985, cuya de- 
claración de nulidad solicitaron varios terceros, la que 
fue pronunciada, declarando que “a juicio del Tribunal, 
no deja la más mínima duda acerca de la ilegalidad en 
que el Poder Ejecutivo ha incurrido al dictar el decreto 
impugnado”. Agrega que “la parte actora adujo (sin ser 
desmentida) que, su pasividad a marzo de 1985 —an. 
tes de la revaluación— y abril de 1985 —después de la 
revaluación dispuesta— no se le ajustó la misma de 
acuerdo al índice técnico declarado en el Considerando 
II del Decreto 137/985 y al resultante de los estudios 
de la Dirección General de Estadística y Censos, del 
66,10%, por lo cual el acto administrativo genérico le 
impuso un daño al liquidarle su pasividad en menos de 
lo que legalmente le hubiera correspondido”. 


Juristas de la talla de Daniel Hugo Martins y 
Washington Beltrán sustentaron la misma tesis del Tribu- 
nai de lo Coutencioso Administrativo y, en lo singular, la 
naturaleza legal de los Actos Institucionales Nos, 9 y 13 
(Acto Institucional N% 19 y Ley N? 15.800); la precep- 
tividad de la norma legal que impide al Poder Ejecu. 
tivo disminuir el monto de la pasividad por debajo del 
indice técnico del Indice Medio de Salarios y que la dis- 
crecionalidad se limitaba exclusivamente a establecer 
aumentos diferentes o diferenciales siempre que supera. 
ran a aquél (“El Pais” de 23 de marzo de 1986, 18 de 
mayo de 1986 y 13 de, julio de 1986). En el mismo sen- 
tido el proyecto de ley del doctor Héctor Lorenzo Rios 
y el Informe de la Comisión de Previsión Social (Diario 
de Sesiones de la Cámara de Representantes N% 1877, 
T. 623, págs. 171/172). 
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IV) En conclusión, el presente proyecto de ley pro 
cura la correcta aplicación de la ley vigente al tiempo 
de ajuste anual de las pasividades y al pago de los habe- 
res insatisfechos generados por ella como consecuencia 
de derechos sustantivos adquiridos aunque en forma com. 
patible con las posibilidades del Tesoro Nacional. 


Montevideo, 19 de mayo de 1988. 


Elías Porras Larralde, Representante por Colonia; Luis 
Ituño, Representante por Montevideo; Héctor Goñi 
Castelao, Representante por Flores; Numa Aguirre 
Corte, Representante por Durazno; Edgard Bonilla, 
Representante por Maldonado; León Morelli, Repre- 
sentante por Montevideo; Alfonso Requiterena Vogt, 
Representante por Río Negro; Gustavo Varela, Repre- 
sentante por Canelones; Orosmán Martinez, Repre- 
sentante por Canelones; WaHer R. Santoro, Repre- 
sentante por Canelones. 


Comisión de Previsión Social 
INFORME 
Señores Representantes: 


El adjunto proyecto de ley elaborado por esta Comi- 
sión de Previsión Social, tiene por objeto regularizar la 
situación de un considerable número de pasivos depen- 
dientes del Banco de Previsión Social y de las Cajas de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, 
Notarial de Jubilaciones y Pensiones y de Jubilaciones y 
Pensiones Bancarias. La mayoría de esta Comisión esti- 
maá que el reajuste correspondiente al 1? de abril de 1985 
no habría podido ser, en ningún caso, inferior a 86,10 % 
eri mérito a las disposiciones legales vigentes a la fecha 
de esa revaluación. Sin embargo el decreto respectivo, si- 
guiendo un criterio que ya se había aplicado durante el 
régimen de facto, interpretó las normas aludidas en el 
sentido de que ellos le acordaban discrecionalidad para 
disponer la aplicación de ciertos índices por debajo de 
los mínimos correspondientes. Ocurrió así que un elevado 
número de pasivos, que se estima puede oscilar en no 
menos de cien mil personas, vio incrementadas sus re- 
tribuciones en una cantidad menor de aquella para la 
que tenían derecho, y continúa sufriendo inexorablemen- 
te, en cada ajuste sucesivo, las consecuencias de la men- 
cionada decisión. 


Desde 1985, proyectos diversos han procurado regula- 
rizar esa situación. En el Anexo que se acompaña al pre- 
sente (*) se adjuntan tales iniciativas, las cuales se re- 
producen sólo en lo pertinente. Ellas exteriorizan la exis- 
tencia de dos interpretaciones acerca del alcance que se 
debía atribuir a lo prescripto por el artículo 73 del lla- 
mado Acto Institucional N? 9, La Ley N? 15.900, puso fin 
a estas discrepancias, pero las asignaciones de pasividad 
reajustadas en menos en abril de 1985, se mantienen 
empero por debajo del monto que deberían tener partien- 
do de la base de que la variación en el Indice Medio de 
Salarios fijaba por entonces, preceptivamente, un minimo 
a los efectos revaluatorios. 


Por lo demás esa discrepancia fue dirimida el pasa- 
do año, de modo contundente, por el Tribunal de lo Con- 
tencioso Administrativo, sin que haya en la actualidad 
motivo alguno que justifique el mantenimiento de una 
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situación de injusticia en relación con un elevado núme- 
ro de jubilados y pensionistas a los que se hizo mención 
al principio. 


La iniciativa que ahora se presenta recoge aportes di- 
versos. Señala, con carácter declarativo, el régimen apli- 
cable para regularizar la situación de los pasivos Gamni- 
ficados en 1985; fija los plazos para el cumplimiento de 
dicha regularización; establece la forma de pago de la 
retroactividad adeudada, y circunscribe con precisión el 
alcance de sus propias disposiciones. 


En mérito a las razones que emergen de la presente 
exposición, esta Comisión aconseja la aprobación de la 
iniciativa adjunta. 


Sala de la Comisión, 22 de setiembre de 1988. 


Eduardo Jaurena, Luis José Martínez, Ricardo Rocha 
Imaz, Jorge Silveira Zavala. Miembros Informantes; 
Walter 1si, discorde por los fundamentos que expon- 
drá en Sala. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1% — Declárase el derecho de los titulares de 
las pasividades servidas por el Banco de Previsión Social, 
la Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, la Caja 
Notarial de Jubilaciones y Pensiones y la Caja de“Jubi- 
laciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, a 
percibir sus asignaciones de jubilación y pensión ajusta- 
das conforme con la variación del indice Medio de Sa- 
larios, en función de lo dispuesto por el articulo 13 del 
llamado Acto Institucional N* 9, de 23 de octubre de 
1979 y el artículo 39 de la Ley N9 13.728, de 17 de di- 
ciembre de 1968. : > 


Art. 22 Los organismos indicados en el articulo 
anterior reliquidarán dentro de un plazo de treinta días, 
a contar desde la fecha de promulgación de la presente 
ley, las jubilaciones y pensiones que fueron ajustadas al 
19 de abril de 1985 con un índice de revaluación inferior 
al 86,10% (sesenta y seis con diez por ciento) que legal- 
mente correspondía. 


El pago de las pasividades reliquidadas de conformi- 
dad con lo dispuesto precedentemente, se verificará gen- 
tro de los sesenta días siguientes a la fecha de promul- 
gación de esta ley. 


Art, 39 Los haberes correspondientes al periodo 
comprendido entre el 19 de abril de 1985 y la fecha de 
pago del ajuste prescripto en el artículo anterior, serán 
abonados a partir del 1% de enero de 1989 en hasta vein- 
ticuatro cuotas mensuales, iguales y consecutivas. 


Art. 4% — Lo dispuesto en los artículos precedentes no 
será de aplicación a las pasividades que fueron ajustadas 
al 19 de abril de 1985 con un índice de revaluación supe- 
rior al 66,10% (sesenta y seis con diez por ciento). 


Art. 5% -— Comuníquese, ete. 
Sala de la Comisión, 22 de setiembre de 1988. 


Eduardo Jaurena, Luis José Martinez, Ricardo Rocha 
Imaz, Jorge Silveira Zavala. Miembros Informantes; 
Walter Isi, discorde por los fundamentos que expon- 
drá en Sala. 
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ANEXO 


PROYECTOS DE LEY CITADOS 
EN EL INFORME DE LA COMISION 


Proyecto de ley presentado por el señor representante 
Héctor Lorenzo Ríos, con fecha 5 de noviembre de 1985 
* (Artículos 19 y 2%) 


Artículo 1% -— Modificase el artículo 73 del llamado 
Acto Institucional N9 9, de 23 de octubre de 1979, el que 
quedará redactado en los siguientes términos: 


“ARTICULO 73. (Régimen de movilidad automática 
de pasividades). — Las asignaciones de jubilación, de 
retiro o de pensión, serán ajustadas de oficio, auto- 
máticamente, mes a mes, en función de la variación 
del Indice Medio de Salarios elaborado según el pro- 
cedimiento establecido en el artículo 39 de la Ley 
NY 13.728, de 17 de diciembre de 1968.” 


Art. 2% —- El régimen de movilidad establecido en el 
artículo anterior, beneficiará también a las jubilaciones 
y pensiones servidas por las Cajas de Jubilaciones y Pen- 
siones paraestatales y a las rentas vitalicias servidas por 
el Banco de Seguros del Estado según Ley N* 12.949, de 
23 de noviembre de 1961, 


Proyecto de ley presentado por los señores representantes: 
Héctor Lorenzo Ríos, Ricardo Rocha Imaz, Elias Porras 
Larralde, Carlos Pita, Carios Rodríguez Labruna, León 
Morelli, Edgard Bonilla, Gustavo Varela, Carlos Garat, 
Marino Irazoqui, Carlos A. Cassina, Oscar López Balestra, 
Eduardo Jaurena, Baltasar Prieto, Jorge Andrade Ambro- 
soni, Andrés Toriani, Carlos E. Negro, Javier Barrios An- 
za, Héctor Néstor Barón, Julio Maimó Quintela, Raúl 
Rosales Moyano, Tulio E. Davererte, Numa Aguirre Corte, 
Juan J. Fuentes, Jorge Machiñena, Jorgz Silveira Zavala, 
Hebert Rossi Pasina, Orosmán Martínez y Carlos M. 
Fresia, con fecha 6 de mayo de 1986 


Articulo 19 Declárase, a !imes interpretativos, que 
el régimen de movilidad de las prestaciones a pasivos de 
la Dirección General de la Seguridad Social, previsto en 
el artículo 73 del llamado Acto Institucional N? 9, de 23 
de octubre de 1979, es de aplicación preceptiva y auto- 
mática y beneficia a todas las asignaciones de jubilacion 
y de pensión, debiendo ser ajustadas anualmente en fun- 
ción de la variación del Indice Medio de Salarios, elabo- 
rado según el procedimiento establecido en el artículo 39 
de la Ley N9% 13.728, de 17 de diciembre de 1968; efec- 
tuándose la liquidación de los aumentos a partir de] dia 
19 de abri] de cada año, 


Art. 2% -- Declárase, a los mismos lines, que —de 
conformidad a lo establecido en el inciso final del citado 
artículo 73, en el texto dado por el articulo 11 del lla- 
mado Acto Institucional N* 13, de 12 de octubre de 1982 
el Poder Ejecutivo está facultado a establecer índices di- 
ferentes o diferenciales, así como adelantos a cuenta del 
ajuste anual, en forma racionalmente proporcionada a 
las posibilidades económicas de la República y procuran- 
do satisfacer las necesidades reales de! beneficiario; no 
pudiendo, sin embargo, afectar o disminuir, en ningún 
caso, los incrementos previstos en el artículo anterior. 


Art. 32 — Comuníquese. ebe. 
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Proyecto de ley presentado por los señores representantes: 
Eduardo Jaurena, Carlos A. Cassina, Guillermo Alvarez, 
Gonzalo Carámbula, Nelson Lorenzo Rovira y. Héctor 

Lescano, con fecha 5 de mayo de 1987 oy 


Artículo 192 Declárase por vía interpretativa que el 
Indice Medio de Salarios a que refiere el artículo 73 del 
denominado Acto Institucional N? 9, de 23 de octubre de 
1979, en la redacción dada por el artículo 11 del Mamado 
Acto Institucional N* 13, de 12 de octubre de 1982, es €l 
mínimo al que. debe ajustarse cada asignación de pasi- 
vidad. 


Art.. 22 —- Comuniquese, etc. 


Proyecto de ley presentado por el señor representante 
Ricardo Rocha Imaz, con fecha 10 de agosto de 1998 


Artículo 19 — Declárese a fines interpretativos, que 
el régimen de movilidad de Jas prestaciones a pasivos de 
la ex-Dirección General de la Seguridad Social, previsto 
en el articulo 73 del llamado Acto Institucional N% 9, de 
23 de octubre de 1979, es de aplicación preceptiva y auto- 
mática y beneficia a todas las asignaciones de jubilación 
y de pensión, debiendo ser ajustadas anualmente en fun- 
ción de la variación del Indice Medio de Salarios, ela- 
borado según el procedimiento establecido en el artículo 
39 de la Ley N? 13.728, de 17 de diciembre de 1968; efet- 
tuándose la liquidación de los aumentos a partir del dla 
10 de abri! de cada año. ; 


Art. 22 — Declárese a los mismos fines que, de con- 
formidad a lo establecido en el inciso fina] del citado ar- 
tículo 73, en el texto dado por el artículo 11 del Vámado 
Acto Institucional N? 13, de 12 de octubre de 1982, el 
Poder Ejecutivo está facultado a establecer índices 'dife- 
rentes o diferenciales, así como adelantos a cuenta del 
ajuste anual, en forma racionalmente proporcionada A 
las posibilidades económicas de la República y procuran- 
do satisfacer las necesidades reales del benefitiarlo; no 
pudiendo sin embargo, afectar o disminuir, en ningún ca- 
so, los incrementos previstos en el artículo anterior. 

Art, 39 En consecuencia el Banco de Previsión So- 
cial reliquidará los ajustes realizados en abril de 1985, 
1986. 1987 y 1988 conforme a lo dispuesto en el artículo 3". 
La deuda que resulte podrá abonarla en veinticuatro cuo- 
tas mensuales y consecutivas a partir del 19 de abril de 
1989: a partir del 19 de abril de 1989 se ajustarán las ju- 
bilaciones y pensiones con la nueva base resultante de 
los ajustes anteriores. 


En ningún caso los efectos de la presente ley poda 
significar una disminución de los aumentos aplicados A 
los montos de las jubilaciones y pensiones a partir, de 
abril] de 1985. 

Art. 4% - - Comuníquese, etc. 

APENDICE 
DISPOSICIONES REFERIDAS 
Acto Institucional N* 2 (Articulo 73) 


Artículo 73. (Régimen de movilidad). — Las asigna- 
ciones de jubilación y de pensión scrán ajustadas anual- 
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mente en función de la variación del Indice Medio de 
Salarios, elaborado según el procedimiento establecido es 
ct artículo 39 de la Ley N% 13.728, de 17 de diciembre 
de 1968. 


La liquidación de los aumentos se efectuará a par- 
tir del 19 de abril de cada año. 


Facúltase al Poder Ejecutivo a establecer índices di- 
ferentes cuando lo considere necesario y a disponer ade- 
lantos a; cuenta del ajuste anual antes de la fecha indi- 
cada en el inciso anterior. 


Ley N” 13.728, de 17 de diciembre de 1968 (Artículo 39) 


Articulo 39. —- Cométese al Poder Ejecutivo la elabo- 
ración de un Indice Medio de Salarios que será usado a 
todos los fines indicados en esta ley. El Indice deberá ser 
suficientemente representativo de los ingresos corrientes 
de los trabajadores comprendidos en los grandes secto- 
res de la actividad pública y privada, que sean remunera- 
dos exclusivamente en dinero, excluyendo los regimenes 
de ocupación estacional o zafral, los trabajadores rurales 
y los ingresos por pasividades. 

La variación del Indice deberá publicarse mensual- 
mente, En todos los casos el Indice usado para cada rea- 
juste deberá conocerse al menos con un mes de anticipa- 
ción a la fecha de aplicación del mismo. Si en ese plazo 
el Indice no estuviera disponible, el Banco Hipotecario 
del Uruguay estará autorizado para realizar el reajuste 
de acuerdo a su propia estimación y éste se considerará 
válido hasta el próximo periodo. En caso de descensos 
del valor de la Unidad Reajustable las deudas y los ser- 
vicios de los préstamos no podrán bajar de su valor ori- 
ginal.” 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). -- 
Léase el proyecto. 


(Se lée) 
En discusión general. 


SEÑOR ' OLAZABAL. — Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo” Ricaldoni). -- 
Tiene la palabra el señor senador, 


SEÑOR OLAZABAL. — Señor Presidente: quiero dar 
cuenta al Cuerpo de que tengo un interés directo en este 
tema. Hago cesta mención teniendo en consideración lo 
que establece el artículo 94 del Reglamento. No tengo 
idea 'acéerca de cuántos señores senadores están en mi 
misma situación, de modo que No sé si corresponde tra- 
tar mi caso en particular o con carácter general, 


SEÑOR SENATORE. — Pido la palabra para ocupar- 
inc de la cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). 
"Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR SENATORE. -- Señor Presidente: de acuerdo 
son el artículo 94 del Reglamento nos está prohibido in- 
tervenir en asuntos en los que estemos directamente in- 
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volucrados. Comunico al señor Presidente que soy jubiia- 
do de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesiona- 
les Universitarios. De modo que mi situación estaría con- 
templada en el proyecto en consideración. Por lo tanto 
someto mi actuación a la decisión del Senado. 


SEÑOR BATALLA. — Aclaro que yo también estoy 
comprendido en la misma situación de los señores sena- 
dores preopinantes. 


SEÑOR POSADAS. - - Pido la palabra, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR POSADAS. — Señor Presidente: no estoy al 
corriente acerca de a cuántos señores senadores alcanza 
la disposición que se ha mencionado. Imagino que la ma- 
yor parte de las causales versan sobre la misma situación. 
En ese sentido, y ateniéndome a las facultades del Se- 
nado, formulo moción en el sentido de que se autorice la 
permanencia en Sala y la participación en el debate de 
los señores seradores que han hecho uso de la palabra asi 
como cualquier otro que pueda estar implicado en el mis- 
mo caso. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). -- 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la meción 
formulada. 


(Se vota:) 
—19 en 24. Afirmativa. 


Tiene la palabra el señor miembro informante, sena- 
dor Tourné. 


SEÑOR TOURNE. -- Señor Presidente: la Comisión 
de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado, co- 
mo surge del informe que los señores senadores tienen 
en sus bancas, consideró extensamente este proyecto de 
ley, venido con aprobación de la Cámara de Represen- 
tantes. 


Luego de escuchar la opinión del Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social, representado en la ocasión por 
el señor Subsecretario, doctor Renán Rodríguez y ase- 
sores técnicos, la Comisión por mayoría llegó a la con- 
clusión de que debía prestarle su total aprobación al 
proyecto venido de la Cámara de Representantes, por 
entender que no solamente se trataba de una norma 
ajustada a un criterio elemental de responsabilidag de 
un Parlamento democrático, sino que era necesario ope- 
rar frente a un acto —de alguna mancra arbitrario y 
con una discrecionalidad que excede el contenido de las 
propias normas legales que debia aplicar del ex-Direc- 
tor de la Seguridad Social, por el cual se perjudicó el 
derecho de los jubilados a percibir el 66,10 de la revalua- 
ción correspondiente al año 1985, o sea, el Indice Medio 
Salarial fijado en esa suma. 


E] Acto o Decreto Constitucional N% 9, como quiera 
Hamársele, y sus modificaciones del Acto Institucional o 
Decreto Constitucional N% 13, como principio general es- 
tablecia claramente que el índice técnico en torno al 
cual debían fijarse las revaluaciones de pasividades anua- 
les, no era otro que el índice medio salarial. Ello sin per- 
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juicio de que el Poder Ejecutivo, sobre esta base, pudiera 
adoptar criterios distintos y diferenciales, como en defi- 
nitiva fue el concepto y contenido que se estipuló en una 
disposición modificativa del artículo 73, que incorporó un 
tercer inciso, 


Esas circunstancias de alguna forma señalan la ne- 
cesidad de reparar las consecuencias de un acto aparta- 
do de la ley y perjudicial para una inmensa masa de pa- 
sivos de nuestro país. 


Además los argumentos que se manejaron para seña- 
lar la imposibilidad de que este proyecto pudiera sancio- 
narse en correspondencia con nuestro régimen constitu- 
cional y de acuerdo con determinadas pautas financieras, 
fueron descartados por la Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social en el entendido de que en este Caso 
era necesario actuar con un elemental criterio de cqui- 
dad. En primer término, actuando de acuerdo con un es- 
tado de derecho y, en segundo término, conforme a las 
normas constitucionales y financieras que deben tenerse 
en cuenta en cada caso y circunstancia. 


El tema úe la revaluación de 1985 ha sido debatido 
largamente en el pais, por lo que la Comisión entendio 
que los informes verbales -—que van a ser breves— de- 
bían estar de acuerdo con la discusión desarrollada du- 
rante los años 1986-1987, en el Parlamento nacional. Por 
otra parte, también fue analizada por los foros internos 
de los distintos partidos políticos, por las organizaciones 
sociales representativas de las clases pasivas, asi como 
también por la prensa oral y escrita, a través de la cual 
dieron su opinión eminentes hombres públicos. Todo ello 
llevó a una convicción tras la que se alineó una mayoría 
tal que solamente quedó fuera un peoueño grupo gue 
apoyó a ultranza los criterios aplicados por el señor Nor- 
berto Sanguinetti. 


La realidad que acabo de referir hicieron necesario 
de acuerdo con el criterio sustentado, también, por esta 
Comisión, escuchar al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. Ello, a pesar de que la Comisión respectiva de la 
Cámara de Representantes ya había realizado sesiones 
agotadoras con la participación de su titular. 


Recuerdo que una delegación integrada por represen- 
tantes de distintos sectores de opinión de la Cámara de 
Representantes concurrió a una reunión que se realizó en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, en la que, 
además del mencionado jerarca de la Administración Pú- 
blica, estuvo presente el Director de la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto, contador Ariel Davrieux y otros 
asesores. El hecho concreto es que los esfuerzos realiza- 
dos para tratar de cambiar el criterio sostenido por el 
Poder Ejecutio resultaron estériles. La realidad que se pu- 
so de manifiesto es que representantes de los distintos 
sectores políticos estaban convencidos dc que habia gue 
hacer justicia. Tengo que señalar que los puntos de vista 
mencionados no sólo fueron compartidos por los hombres 
del Partido Nacional, del Frente Amplio y de la Unión 
Civica, sino también por integrantes del Partido Colora- 
do que han destacado la justicia de proceder a una re- 
valuación, de conformidad con las pautas del Acto Ins- 
titucional N? 9, con relación al año 1985. 


Pero hasta el momento no se ha logrado un cambio 
de criterio del equipo económico, que se ha mantenido 
imperturbable en sus decisiones. 
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Las opiniones emitidas por los partidos políticos, por 
las organizaciones de jubilados y pensionistas y por quie- 
nes se han abocado al análisis y al estudio imparcial de 
este tema —inclusive con un criterio de interpretación 
estrictamente jurídica de las normas aplicables-- se han 
dejado de lado. Es decir, no se ha tenido en cuenta toda 
esa gama importantisima de opiniones corroborativas de 
la necesidad de introducir las modificaciones correspon- 
dientes a esta revaluación y otorgarla de manera gene- 
ral a todos los jubilados y pensionistas, no solamente a 
los del Banco de Previsión Social, sino también a los de 
las Cajas paraestatales, Caja Bancaria, Caja Notarial y 
Caja de Profesionales Universitarios, cuyas jubilaciones y 
pensiones se vieron igualmente retaceadas como conse- 
Cuencia de la aplicación generalizada de este criterio 
que se recoge en el decreto del Poder Ejecutivo. 


Más allá de estas consideraciones, hubo un pronun- 
Cciamiento que marcó el punto central de este tema, a 
Partir del cual quizás no existan más discusiones válidas. 
ya que los argumentos no pueden eolidir con una deri- 
sión de varácter jurisdiccional que analiza y estudia ja 
totalidad del problema. No es que no se pueda disentir 
con un fallo ¿udicial o que, desde el punto de vista doc- 
trinario o técnico en el estudio de un problema no pue- 
dan sostenerse válidamente otras posiciones. No estamos 
haciendo una afirmación de esa naturaleza, pero deci- 
mos, sí, que ha habido un mensaje muy claro para el 
Estado, para el Poder Ejecutivo y para el Parlamento, 
que no podemos desatender. Me refiero al que emerge de 
las decisiones del Tribuna] de lo Contencioso Administra- 
tivo, adoptadas en casi 50 casos, de otros tantos jubilados 
y pensionistas, que asesorados debida y adecuadamente 
formalizaron. un planteo —y siguieron su curso— en via 
administrativa, en principio, y luego ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo. pidiendo la anulación de la 
decisión correspondiente --en este caso, del decreto del 
Poder Ejecutivo— y, por ende, la aplicación de las nor- 
mas de los Actos Institucionales Nos. Y y 13. 


Se trata de decisiones fundamentales para las que se 
ha estudiado exhaustivamente todo lo relacionado con es- 
ta temática. 


Este proyecto de ley venido de la Cámara de Repre- 
sentantes tiene como telón de fondo esa decisión dei 'Tri- 
bunal de lo Contencioso Administrativo, que ha hecho un 
análisis jurídico incontrastable e incontrovertible sobre 
cómo debió haberse liquidado la revaluación de 1985, es- 
tableciendo, como mínimo, el Indice Medio de Salarios 
para todas las jubilaciones y pensiones del país. Sin per- 
juicio de cello, en aplicación del inciso tercero del articu- 
lo 73, el Poder Ejecutivo podría decretar índices dife- 
rentes y diferenciales por encima de esa base, de ese piso 
general, para todas las jubilaciones y pensiones. 


Voy a obviar la lectura de las pautas que se esta- 
blecen en este fallo del Tribunal de lo Contencioso Admi- 
nistrativo —que no tiene desperdicio alguno, porque se 
trata de un análisis histórico-juridico de las normas que 
rigen la revaluación de pasividades-- pero permitasemo. 
por jo menos, sintetizar algunos de los criterios que cons. 
tituyen su esencia. 


Dice el Tribunal de lo Contencioso Administrativo: 
“El principio de revaluación de las pasividades, que se 
estableció hace ya un cuarto de siglo, sigue incólume, 
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por cuarto no hay delegación de atribuciones legislativas 
al disponer con tuda precisión, cómo el Peder Ejecutivo 
cieterminará el indice de revaluación que €s, si, una po- 
teuag de carácter administrativo de ejecución práctica 
úe la ley”. Y lo sigue siendo en la actualidad y después 
de dictada la Ley N? 15.906 a fines del año pasaco. La 
Csterminación del índice medio salarial obedece a un 
conjunto de operaciones administrativas que debe cum- 
piir el Poder Ejecutivo, con lo que se mantiene íntegra- 
mente lo que es fruto de un análisis hacia el pasado y 
de las normas vigentes en aquei momento, en el año 1985. 


Agrega el Tribunal de lo Contencioso Administrativo: 
“El Poder Ejecutivo no pudo dejar de aumentar todas las 
jubilaciones y pensiones en el porcentaje, según la pauta 
legal, 66.10 %, porque se trata de ajustar el monto de las 
mismas con relación a lo que perciben los trabajadores 
en actividad, de modo de mantener el mismo poder ad- 
«uisitivo que el año anterior. El no haberlo hecho en for- 
ina igualitaria y el no haber aplicado el indice indicado 
para un amplio sector, de acuerdo a los tramos que se 
establece, ha significado imponer una detracción a un 
derecho "adquirido, un verdadero impuesto sin ley que lo 
establezca. Más aún: el apartarse del índice que ordena 
la ley significa disminuir el monto real de las jubila- 
ciones y pensiones, haciendo ilusorio un derecho que se 
obtuvo luego de contribuir durante muchos años con su 
aporte al fondo de pasividades, razones tales desarroila- 
“das con motivo dei citado Decreto 193/86 y que son to- 
talmente trasladables al caso de autos referido al De- 
eteto 137 de 1985”. 


Observen los señores senadores la significación que 
el Tribunal áe lo Contencioso Administrativo da a esta 
“decisión del Poder Ejecutivo, que regula por debajo de! 
66.10 %: un conjunto muy importante de- pasividades, que 
"seguramente superan las 100.000. Cataloga este acto como 
de detratción. Ese término se referiría —de manera elip. 
tica y sin utilizar un nombre demasiado erudo— a una 
apropiación indebida del Poder Ejecutivo sobre un dere- 
cho de las clases pasivas, Pero dice algo más; habla de 
“ua verdadero impuesto sin ley”. Esto es gravisimo. Y 
linalmeute señala: “significa disminuir el monto real de 
das jubilaciones y pensiones, haciendo ilusorio un derecho 
que se obtuvo”. Es decir que se trata de un ataque a 
un derecho adquirido, como lo ha señalado muy Clara- 
mente nuestra Doctrina, como lo ha repetido y funda- 
mentado el doctor Daniel Hugo Martins en estudios me- 
morables, como lo ha señalado el doctor Washington Bel- 
trán en editoriales periodísticos que de alguna manera 
hicieron punta y abrieron cauce, y como lo ha sostenido 
el doctor Hugo A. De los Campos en un libro que consti- 
tuye, desde ese punto de vista, un estudio tundamenta! 
para la comprensión de toda la temática de la seguridad 
social 


Podríamos continuar leyéndola, pero a los fines de 
:a discusión, lo importante es percibir claramente un dic- 
tamen, que de alguna manera tiene fuerza, desde el pun- 
to de vista de señalar un hecho de profunda gravedad 
ocurrido durante el periodo democrático de nuestro país. 
No podemos atribuirlo a que fue obra de un acto de arbi- 
trariedad de la dictadura, mi podemos traer los funda- 
mentos que han determinado acciones reparativas de 
parte del Parlamento, de sucesos en los que, en el pasa- 
do, se desconocieron derechos incuestionables de los fun- 
cionarios públicos y de los trabajadores privados. que 
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afectaron profundamente a miles y miles de hombres en 
este pais, . 


Nos encontramos con que, lamentablemente, esta de- 
cisión provino de una etapa en ¡a que ha funcionado el 
sistema democrático en el Uruguay y ello afecta nuestra 
conciencia, porque existe una responsabilidad que no po- 
demos descargar en un acontecimiento del pasado, para 
de alguna manera quedarnos tranquilos. Ciertamente, 
auuqgue esto pueda tener nombre y apellido, aunque 1e- 
presente una orientación que hemos combatido, no menos 
verdadero resulta que esto se operó en 1985 y que cuando 
el Parlamento y el pais cobran conciencia de ¡a impor- 
tancia de este hecho, también lo hacen, los propios sec. 
tores de jubilados, ya que 10 todos captaron realmente 
la gravedad de esta decisión, de este acto administrativo, 
de este decreto ilegal. Este decreto ilegal constituyó una 
exacción que significó el desconocimiento de un derecho 
subjetivo. 


A pesar de haberse tomado clara conciencia en el 
Parlamento, debemos manilestar que existió una vojun- 
tad ajena a los partidos que representó a un inmenso es- 
pectro de la opinión pública. Sin embargo, no puedo de- 
jar de recordar que nuestro querido compañero y ma 
logrado amigo Héctor Lorenzo Ríos fue protagonista 
cuando en 1986 levantó una bandera tendiente a reivin- 
dicar la revaluación del 197.7 %. El se constituyó, de al- 
guna manera, en líder y abanderado de esta lucha, en la 
que hubo otros partidos y otros hombres, en la que co- 
laboraron y contribuyeron otras personas. 


Permítaseme que haga un homenaje a quien ya no 
está hoy entre nosotros, que en toda esta materia fue al- 
guien que tuvo la virtud de despertar las conciencias, 
de demostrar algo que no habiamos captado, que no ha- 
biamos percibido, en relación a estos hechos que estaban 
ocurriendo, y a lo que se estaba procesando en materia 
de seguridad social. Hubo quienes realmente fueron las 
voces que despertaron los demás que marcaron el ca. 
mino que el Parlamento siguió cuando luchó para que 
la revaluación de las pasividades en 1986 se hiciera de 
acuerdo con el índice medio salarial. 


En un proceso largo y dificultoso, que terminó en 
un veto, habida cuenta de las decisiones que existieron 
en el curso de la dinámica política cumplida en el pais, 
quedó claramente establecida una voluntad también de 
hombres del Partido Colorado que estuvieron dispuestos 
a que se respetara la revaluación, tal como lo establecía 
el artículo 73. Se logró que el Poder Ejecutivo rectificara 
los procedimientos y que el señor Ministro Fernández 
Faingola dictara un nuevo decreto en el que se estable- 
cieron los niveles adecuados y correspondientes. 


En 1987 el país asistió a una larga discusión que 
culminó con la aprobación de la Ley N? 15,900. No 1105 
vamos a referir a este hecho. 


Sin embargo, me parece que de alguna manera re- 
sulta importante y, de todo punto de vista necesario, 
por lo menos fijar algunas posiciones y criterios en esta 
materia. 


Cuando la Comisión respectiva requiere la presencia 
del señor Ministro Fernández Faingold y concurre el doc- 
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tor Renán Rodriguez, él plantea a la Comisión que el Po- 
der Ejecutivo mantiene sus enfoques y puntos de Vista. 
Considera que es una etapa cerrada; se ha operado una 
clausura, El Poder Ejecutivo no está dispuesto.a rever 
una decisión operada en 1985 y, por lo tanto, en ese 
sentido reitera las argumentaciones que expuso el señor 
Ministro de Trabaío y Seguridad Social en el seno de la 
Comisión de Previsión Socia] de la Cámara de Represen- 
tantes. 


El doctor Renán Rodriguez agregó algunas otras con- 
sideraciones y de ellas. me voy a referir a dos hechos 
concretos. 


En primer lugar, se señala que no ha habido inicia- 
tiva del Poder Ejecutivo para dar los beneficios que con- 
cedería este proyecto de ley de revaluación de las pasi- 
vidades. 


En segundo término, se extrae de los fallos del Tribu- 
nal de lo Contencioso-Admivistrativo, que dicho Tribu- 
nal no tuvo intención de dictar una norma de carácter 
general, aplicable “erga omnes”. Inspirado en la regla 
de Derecho, el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo 
puede, de acuerdo con las facultades constitucionales, 
dictar una disposición que rija no solamente para un ca- 
so concreto, sino para todos los que estén comprendidos 
en el acto anulado. Por lo tanto, el Poder Ejecutivo ex- 
trae el argumento en contrario: que al no haber dictado 
el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo una norma 
con efectos generales, inspirada en el respeto a la regla 
de Derecho y a la buena administración, debe concluirse 
que no tuvo interés en que esto se verificara y, en con- 
secuencia, otorga un argumento favorable a la posición 
del Poder Ejecutivo, 


En tercer lugar, como argumento jurídico, se señala 
que un proyecto de esta naturaleza, que llamaremos el 
del 107.7 %, de 1986, que fuera vetado por el Poder Eje- 
cutivo, de acuerdo con lo establecido en el artículo 140 
de la Constitución no puede ser presentado nuevamente 
en la misma legislatura. 


Se acota finalmente que la Ley N% 15.900, cuando 
dice cómo se debe pagar la revaluación de abril del año 
1987 --que debía regir a partir de esa fecha -- y estable- 
ce una norma expresa para hacer efectiva la retroacti- 
vidad de dicho año, marca claramente que no se queria 
referir al pasado, con lo que quedó firmemente incam- 
biada dicha revaluación. 


Creomos que estos argumentos no pueden ser sostc- 
nidos, Me parece que debemos hacer algunas referencias 
porque no puede prosperar, por lo menos en la opinión 
pública, la idea de que los mismos puedan haber queda- 
do sin contestación. 


Por un lado, nos encontramos con un proyecto que 
no cuenta con la iniciativa del Poder Ejecutivo. Sin em- 
bargo, afirmamos que ella no es requerida para un pro- 
yecto interpretativo, ya que aquí no se otorga ningún be- 
neficio distinto a los existentes en el país, de acuerdo 
con la legislación vigente que data de 1979. 


El inciso segundo del artículo 86 de la Constitución 
de la República establece que es necesaria la iniciativa 
del Poder Ejecutivo para la creación de cualquier ley que 
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establezca nuevas causales jubilatorias, incrementos o au- 
mentos en tas retribuciones de los jubilados, asi como 
también otra serie de limitaciones desde el punto de vis- 
ta de la vida económica del pais. Entendemos que ese 
punto de vista y ese enfoque no son válidos para ser apli- 
cados en este caso. Reiteramos que no dimos un benefi- 
cio diferente de los ya existentes en el país, cuando en 
1985 se estableció la revaluación. Repito que se requiere 
la iniciativa del Poder Ejecutivo en el caso de que otor- 
guemos beneficios diferentes a los ya existentes, nuevos, 
aumentos de sueldo por encima de lo que las leyes dispo- 
nen, es decir, si estamos generando un hecho nuevo, 


Acá no generamos hechos nuevos ¿a quién se le pue- 
le ocurrir que los jubilados no tenían como revaluación 
de pasividades el indice medio salarial? Eso lo decía la 
ley y, ¿qué decimos nosotros? Expresamos lo mismo. Lo 
hacemos para darle el carácter interpretativo y para de 
alguna manera validar lo que debió surgir por propio 
impulso del Poder Ejccutivo, de revisar sus propios ac. 
tos, de reacondicionar su conducta a la luz de hechos 
fundamentales como sin duda deben serlo para un Poder 
Ejecutivo que se jacta de ser obediente de la ley. No te- 
nemos que pensar, aunque seamos oposición y estemos 
enfrentados al Poder Ejecutivo, que esto no obedezca a 
un acto o a un propósito de ese Poder. Ante los hechos 
concretos nos encontramos con que el Poder Ejecutivo 
debió haber dispuesto de ofíclo, por propia voluntad, la 
revisión de las revaluaciones del año 1983 y dictar un 
nuevo decreto estableciendo los porcentajes para aque- 
llos que no habían recibido lo correspondiente y que es- 
taban por debajo del 66.10%. Esto lo pudo hacer de oficio. 


En este momento, la ley recoge y declara ese dere. 
cho de los titulares. Es decir, ¿otorgamos algo nuevo? En 
absoluto; en este proyecto de ley no otorgamos ningún 
beneficio nuevo y, por ende, no rige el impedimiento 
constitucional para el dictado de proyectos de ley por el 
Parlamento Nacional. Como no hay nuevos beneficios, 
como no establecemos aumentos distintos a los que ya 
estaban y como simplemente establecemos el alcance de 
una norma y la misma ya tenía sus propios fundamen- 
tos económicos, lo que estamos fijando son pautas inter- 
pretativas de ese proyecto. Por lo tanto, no está alcan- 
zado por esta observación u objeción. 


En segundo término, se ha señalado que ya existe 
un proyecto que fue vetado por el Poder Ejecutivo y que, 
por lo tanto, no puede admitirse que otro interpretativo 
se presente dentro de la legislatura. más aún no habien. 
do tenido aprobación anterior. 


Bastaría con examinar el proyecto que discutimos en 
el año 1986 y que fue vetado por el Poder Ejecutivo, 
para comprobar que estamos frente a dos proyectos ab- 
solutamente distintos. No se trata de normas iguales o 
que tengan correspondencia y que, de alguna manera, 
sean la repetición una de la otra. Con respecto a la nor. 
ma del proyecto de 1988 -——aunque se pudieran aplicar 
los indices correctos de la revaluación de 1985-— expreso 
que no es menos cierto que establecía disposiciones de 
otra naturaleza como la preceptividad, el automatismo 
y Otras normas muy claras y concretas con respecto a 
cómo debía entenderse el tema de los índices diferen. 
tes y diferenciales incorporados en el Acto Institucional 
N? 13. 
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Insisto en que son dos proyectos distintos, aunque 
puedan tener puntos de vista comunes. Por ser proyec- 
tos diversos, no están comprendidos ni les alcanzan las 
pautas del artículo 140 que impiden que sean tratados. 


En tercer lugar, el articulo 12 de la Ley N* 15.900, 
se refirió a un problema concreto, a una temática que 
debíamos resolver en ese momento porque no había te- 
nido una traducción ni una decisión del Poder Ejecutivo. 
Había transcurrido el tiempo sin que se dictara decreto 
alguno de revaluación de las pasividades. Entonces, era 
necesario hacer algo. El tiempo transcurrido operaba ad- 
versamente y eso podía generar dudas en cuanto a las 
posibilidades de financiación de esta revaluación. El le- 
gislador se planteó el hecho ante un problema concreto 
y puntual, como los adelantos a cuenta, cómo tendrían 
que cumplirse y cómo debería operarse con respecto a la 
retroactividad. Por esa razón se dictaron una serie de 
normas que han pasado a constituir derechos de los ju- 
bilados y pensionistas de nuestro país. Entre otras, se dic. 
tó una ley en la que se establecia cómo íbamos a liqui 
dar la revaluación de pasividades que debió haberse dic- 
tado en abril de 1987. 


¿Puede desprenderse de esta norma que el alcance 
fue, de alguna manera, cerrar las puertas al propio Par- 
lamento o al Poder Ejecutivo? ¿Se definió el viejo plei- 
to de la revaluación de las pasividades? El hecho de apili- 
car con carácter retroactivo a 1985 una decisión que no 
tuvo ese contenido —y para nada hablo de la revalua- 
ción de 1985—. es un argumento traido colateralmente e 
introducido al ruedo de esta dicusión. El objetivo .sería 
que se incorporara un nuevo argumento que fuera dese- 
chado —como lo queremos señalar y como lo hemos re- 
ferido— porque no guardaba relación entre. lo.que quiso 
la Ley N* 15.900 referente a la revaluación del año 1987, 
y lo que correspondía fijar en la misma. 


En definitiva, para nada se tuvo en cuenta el lema 
de la revaluación de 1985. Teniamos demasiadas dificul 
tades sobre la mesa como para que trajéramos una más. 
Había muchos problemas que requerían soluciones. Sa- 
bíamos que si colocábamos los problemas sobre una mesa 
no íbamos a encontrar los medios y los mecanismos para 
darle seguridad a las clases pasivas. 


En definitiva, estos argumentos que se han traído 
a la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social, 
son reiterativos de los expuestos ya en oportunidad de 
tratarse el tema en la Cámara de Representantes. Cree- 
mos que no afectan en absoluto la pertinencia jurídica 
de este proyecto. 


Por otra parte, y para dejar de lado la temática de 
los argumentos jurídicos, se ha señalado la urgencia en 
aprobar este proyecto porque de otra manera podría en. 
trar en el periodo de veda del dictado de leyes que reco- 
nozcan el incremento del ingreso de los trabajadores o 
de los pasivos del país, ya que en los 12 meses anterio- 
res a las elecciones no se puede dictar este tipo de nor. 
mas. Eso está impedido por la Constitución de la Repú- 
blica. Creo que no va a ser necesario que esto se discuta 
en el Senado de la República y que se aprobará por una 
amplia mayoría, y mejor sería por unanimidad. 


Descartamos que hay quienes sostienen, por el res- 
paldo a decisiones de carácter político, que es necesa- 
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rio no acompañar este proyecto, pero espero que, por lo 
menos, haya una mayoría que restablezca el criterio de 
justicia mínimo y elemental que está insito en este pro. 
yecto de ley. 


SEÑOR SINGER. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR TOURNE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr, Américo Ricaldoni). — 
Puede interrumpir el señor senador. 


SENOR SINGER. — Señor Presidente: a esta altu- 
ra de la exposición del miembro informante, señor sena- 
dor Tourné y con el propósito de precisar el alcance de 
lo que se está discutiendo, en virtud de que en la calle 
se oyen versiones que crean expectativas en círculos mu- 
cho más grandes de lo que este proyecto de ley abarca 
y que, por lo tanto, pueden inducir a confusión a sec. 
tores de pasivos, creo que sería importante que el señor 
senador Tourné suministrara algunos datos en relación 
a cuántos jubilados y pasivos alcanza especificamente 
este proyecto de ley que está a consideración del 'Sena- 
do. Es bien claro que de la cifra de aproximadamente 
400.000 no se llega a 100.000; y estamos hablando dé un 
porcentaje que oscila alrededor del 22%. 


El señor miembro informante ratificará o rectificará 
estas cifras, o sea que el resto de los pasivos no está com- 
prendido 'en el conjunto de disposiciones, debido a que 
fueron contemplados en la revaluación de' 1985, con una 
escala superior a la establecida en el régimen de reva- 
luación de aquel entonces. ; 


Es decir, que la gran mayoria de los pasivos que co. 
bran pasividades por debajo de determinada escala, que- 
daron comprendidos. En cambio, otro sector que es el 
que se encuentra a estudio, no quedó comprendido por 
cuanto el aumento que se le otorgó no era el establecido 
en la ley, de acuerdo con la interpretación que viene ex- 
poniendo el señor senador Tourné, 


Considero que es muy importante que este aspecto 
quede aclarado en el Senado, para evitar que este tema, 
del cual se hace caudal, se utilice como un medio de pro- 
paganda, de captación de voluntades. Esta situación ha 
hecho que muchisimos jubilados —-es lo que hemos reco. 
gido en muchos ámbitos— que no están comprendidos en 
estas disposiciones, en función de lo que se les ha dicho, 
de lo que han oído en audiciones de radio o en actus de 
propaganda, crean que lo están. Me he encontrado con 
algunos jubilados que me han dicho que esto es para to- 
dos, y no es así. Por esa razón, sin entrar a hablar sobre 
el fondo de la cuestión, me parece muy importante que 
queden claras las cifras en cuanto al alcance de este pro. 
yecto de ley, o sea, a cuántos pasivos comprende, y cuál 
es la escala con respecto a montos de pasividades de los 
que están amparados en esta norma. 


Si el señor miembro informante tiene a su alcance 
las cifras, deseamos saber también el monto de lo que 
está en juego, es decir, cuanto representa como gasto 
para el sistema de seguridad social la aplicación de es. 
tas disposiciones. 


Muchas gracias, señor senador. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede continuar el señor senador Tourné. 


SEÑOR TOURNE. -— Con mucho gusto, señor Pre- 
sidente, voy a tratar de suministrar la información que 
requiere el señor senador Singer, aun cuando las consi- 
deraciones que él ha formulado son completamente ajus- 
tadas a lo que corresponde y al sentir y alcance de este 
proyecto de ley. 


Este proyecto de ley tiene como finalidad reparar la 
situación de aquel grupo de jubilados y pensionistas que 
no recibió el porcentaje de incremento por índice medio 
salarial que correspondía en el año 1985, o sea, un 66.10%. 
Se les aumentó las pasividades por debajo de ese por- 
centaje, de ese indice técnico. ¿Cuántas personas están 
comprendidas en este grupo? Aproximadamente 100.000, 
de acuerdo con las informaciones que los servicios téc. 
nicos del Banco de Previsión Social y del Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social han aportado. 


Siempre puede generarse error o mal entendimiento. 
He tenido oportunidad de hablar con quienes, de alguna 
manera, representan a los pasivos, es decir, con los gru- 
pos y organizaciones de pasivos que son muy numerosas, 
más de 23, y todos los dirigentes tienen una noción muy 
clara de cuál es el tenor, el sentido y las características 
de este proyecto de ley, a punto que lo dominan mejor 
que nosotros, los legisladores, porque, en realidad, ellos 
son los portavoces de sus inquietudes. Todos han sido 
categóricos en señalar cuál es el alcance de este proyec- 
to, y a cuántos va a beneficiar. 


Como había señalado el Presidente de la Comisión 
de Asuntos Laborales y Seguridad Social, señor senador 
Zumarán, no se trata tanto del número de personas, sino 
de que ellas se han visto despojados de su derecho. 


Fundamentalmente, en lo que hacemos hincapié es 
en la restitución, en la defensa de un derecho que ha 
sido desconocido. 


Quizás, un proyecio de ley que comprenda un nú- 
mero mayor de personas, sea más importante para una 
sociedad, pero una disposición que incluya menos canti. 
dad de gente, pero que sea un acto reparativo y de jus: 
ticia, también es importante. No puedo medir la signifi- 
cación de un proyecto de ley, meramente por el número 
de personas; pero valga si la tiene 100.000 personas. Por 
lo menos, ese dato que suministra el señor senador Sin. 
ger es correcto. 


El otro aspecto es el referido al financiamiento de 
este proyecto de ley, ya que se trata de uno de los pun- 
tos básicos. 


El Poder Ejecutivo ha sostenido reiteradamente que 
el déficit del Estado se debe a las clases pasivas. Esto 
lo manifestó el señor Ministro Fernández Faingold en el 
año 1987 y también ha sido reiterado por el doctor Re- 
nán Rodríguez ante las Comisiones parlamentarias. Asi- 
mismo lo ha dicho, al comparecer ante la Comisión de 
Asuntos Laborales y Seguridad Social, en representación 
del equipo económico —vamos a llamarlo de alguna ma- 
nera-—— el contador Davrieux, director de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, que como todos sabemos es 
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la maño derecha del Ministro Zerbino, el hombre que en 
toda esta temática de la previsión social ha cumplido un 
rol importante -—no digo que sea bueno o malo--- y ha 
estado asistiendo a todas las deliberaciones en relación 
al tema, El es quien, de alguna manera, da luz verde o 
roja no dejando pasar esta temática y, en definitiva, . él 
también afirmó que el déficit del Estado se debe a las 
clases pasivas. 


Creo, señor Presidente, que este es un hecho muy 
grave que está vinculado al tema de las clases pasivas. 


Se sostiene que la asistencia financiera del Estado es 
tan grande, de un monto tan importante que, en estos 
momentos es igual al déficit fiscal y, por consiguiente, 
éste es consecuencia de la asistencia financiera que le 
da el Estado a la Seguridad Social. Creo que este es un 
argumento sobre el cual tenemos que insistir y no lo 
podemos permitir. 


Recuerdo que en el curso de una sesión de la Comi. 
sión el señor senador Zumarán dijo que para sostener eso 
tendríamos que decir, entonces, que el Inciso 01, Poder 
Legislativo, es generador del déficit porque tiene un im- 
porte de varios millones de nuevos pesos y que hay que 
suprimirlo, así como la asistencia y el fondo que se des- 
tina para mantenimiento del mismo, o que cuando ha- 
blamos del Inciso 02, Presidencia de la República, que 
también se lleva una gran parte de fondos del Estado y 
por lo tanto tiene todo el derecho de ingresar dentro de 
los generadores del déficit, tendríamos que eliminarlo. 
Por ende aquí nos encontramos con que no se debe in. 
crementar, de ninguna manera, la asistencia del Estado, 
ni siquiera mantenerla en los niveles en que está, sino 
que hay que abatirla, porque estamos generando un dé- 
ficit fiscal. Nosotros sabemos que esto es un sofisma. - 


SENOR CIGLIUTI. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR TOURNE. -— Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede interrumpir el señor senador. 


SEÑOR CIGLIUTI. -. Yo estaba en la Comisión 
cuando se planteó lo que tan fidedignamente narra el 
señor senador; pero el que hizo esa afirmación dijo, asi. 
mismo, que la hacía como un punto de referencia. No 
expresó, de ninguna manera, que por eso tuviera que 
suprimirse la asistencia del Estado al Banco de Previ. 
sión Social para atender las obligaciones del Organismo. 
En ningún momento se dijo otra cosa sino eso. 


El quántum de la asistencia del Estado al organismo 
Banco de Previsión Social ha aumentado en los últimos 
tiempos; no es el mismo hoy que hace tres años. Ese es 
un hecho indudable. Habrá que pensar a nivel parlamen- 
tario, o quizá al del Poder Ejecutivo en revisar el sis- 
tema, pero nunca suprimirlo. 


También, señor Presidente, el que realizó esa afir- 
mación lo hizo con el propósito —que lo aclaró y precisó 
después-—. de que se trataba de una referencia para apre- 
ciar el monto de la ayuda que el Estado presta al Banco 
de Previsión Social, que es el que atiende las jubila- 
ciones. 
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Lo que pregunta el señor senador Singer me parece 
que es otra cosa, o sea, cuánto va a costar esta ley, por- 
que ella tiene su costo y nosotros somos los primeros en 
saberlo. Lo que se dijo en la Comisión que cuesta en 
dinero lo repito aquí y ya me ahorro de decir algo que 
pensaba expresar caundo' hiciera uso de la palabra. 


El costo mensual, a valores de octubre de 1988, de 
esta reliquidación, sin incluir la retroactividad es de 
N$ 600:953.000 mensuales, lo que equivale a dólares 
1:500.000. La retroactividad que se pagaría en 24 cuo- 
tas iguales —como lo dice el texto del proyecto— cos- 
taría N$ 9.847:000.000 o sea U$5 24:100.000 que se can- 
celaría a razón de 24 cuotas de N$ 394:000.000, El ma- 
yor costo mensual total, como consecuencia del nuevo 
costo mensual y de la retroactividad, alcanzaría a nue. 
vos pesos 1.000:000.000 mensuales, que son USS 2:500.000, 
lo que significa que en dos años, por retroactividad y 
por el pago del aumento. se iría a U$S 60:000.000 o sea 
N$ 24.000:000.000. 


Nadie dice que esto esté mal, bien, ni muy bien; 
el problema es cuánto cuesta, para referir si es o no per- 
tinente, porque mañana hay una elección extraordinaria 
y hay que pagarla y cuesta. Lo que se trata es de saber 
el monto preciso como un punto de referencia, A cuán- 
tos alcanza, no lo sé pero lo que cuesta es lo que acabo 
de decir y no tiene nada que ver la comparación del dé- 
ficit fiscal con el monto de-la ayuda que el Poder Eje- 
cutivo presta al Banco de Previsión Social para concluir 
que hay que suprimirla. Repito que no es nada más que 
un punto de referencia, un parámetro, para tener en 
cuenta para ver todo lo que en el país puede conducir 4 
aumentar la inflación, porque no parece que, lamenta- 
blemente, haya otra manera de poder pagar que recurrir 
al único procedimiento posible. Hemos estado luchando 
con mucho empeño para evitar que los aumentos que 
se otorguen no sean absorbidos por la inflación. De re- 
pente caemos, otra vez, en la misma situación. 


Deseaba puntualizar estos aspectos, señor Presiden.- 
te, y le agradezco al señor Tourné la interrupción que 
me ha concedido. 


SEÑOR ZUMARAN. -—— ¿Me permite una interrup- 
ción, señor Tourné? 


SENOR TOURNE. — Con mucho gusto, señor se. 
hador. 


SENOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede interrumpir el señor senador Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. -- Señor Presidente: vamos a 
Caer en un argumento recurrente, que se ha planteado 
a raiz de este tema, como en general de todos los vincu- 
lados a la revaluación de las pasividades. 


Revaluar las pasividades tiene un costo en nuevos 
pesos; esto es verdad y es, precisamente, el objeto de 
revaluar las pasividades ajustar su valor a precios cons- 
tantes. Una moneda que se devalúa supone incrementar 
las obligaciones en nuevos pesos, para mantener constan. 
te el valor real de las pasividades. Aquí no se le aumen- 
ta a los pasivos; estos, con el sistema de la revaluación 
de las pasividades, no obtienen más ingresos reales, lo 
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que obtienen es un equilibrio con los aumentos de los 
precios y pretendemos que mantengan el valor real de 
sus asignaciones. Si nosotros no revaluáramos las pasivi- 
dades, éstas seguirían constantes en nuevos pesos, pero 
cada vez tendrían menor valor adquisitivo y el Estado 
seguiría gastando los mismos nuevos pesos, pero en tér. 
minos reales desembolsaria cada vez menos. Lo que pre. 
tendemos revaluando las pasividades, no es que el Estado 
gaste más sino que pague por ese concepto lo mismo. 
Lo que queremos es que las pasividades mantengan su 
valor. Cuando en el año 1985 no se ajustaron por el in. 
dice legal, lo que se hizo fue quitarles valor adquisitivo, 
de modo que los pasivos percibieron menos y el Estado 
ahorró a su cuenta. Esa es la verdad objetiva y lo que 
dicen los números. 


SEÑOR SINGER. — No es así señor senador. 


SENOR ZUMARAN. — Si el índice que se debió 
aplicar era el 66,10% y hay 100.000 pasividades que re- 
cibieron menos de ese porcentaje, a estos pasivos no se 
les dio lo que correspondía y el Estado ahorró a costa de 
las pasividades. Esa es la verdad. 


SENOR SINGER. — Pero a los demás, se les dio 
mucho más. Ñ 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni» — 
Se ruega evitar dialogados, señores senadores. 


Continúa en el uso de una interrupción el señor -se- 
nador Zumarán. 


SEÑOR ZUMARAN. — En ese caso, se trataba. de pa- 
sivos que estaban muy por debajo de sus pasividades. 


Lo que hoy se pretende es que el Estado no ahorre 
a costa de los pasivos; que si es menester hacerlo para 
reducir el déficit fiscal, que no se haga cortando la pio- 
la por el lugar más débil, que son las pasividades que 
Se pagan en el país. 


Cuando un Ministro de Economía quiere ahorrar, no 
se le ocurre otro instrumento que pagarle menos a los 
pasivos. Necesariamente, esto tiene que tener un punteo 
final. No es lícito seguir admitiendo ahorros fiscales a 
costa de las pasividades. 


Pretender que si a los pasivos les vamos a dar abora 
el índice legal del 66%, es decir, que no les vamos a 
escamotear el aumento —no recuerdo la palabra que usa- 
ba el Tribunal de lo Contencioso Administrativo 


SEÑOR TOURNE. - - Decia “detraer”. 


SEÑOR ZUMARAN. -- ...y les pagamos lo que les 
corresponde, va a generar inflación, como decía el señor 
senador Cigliuti, es crearle un sentimiento de Culpa en su 
conciencia moral, en el sentido de que la inflación que el 
pais padece se debe a que el Estado no ahorra por pa- 
garles sus retribuciones, y no es así, 


El Estado gasta no los U$S 20:000.000 de que habla 
el señor senador Cigliuti que va a utilizar para esta re- 
valuación, sino que gasta USS 1.200:000.090 del Presu- 
puesto fiscal más el parafiscal, por lo que debe estar gas- 
tando U$S 1.500:000.000 o U$S 1.600:000.090. El déficit fis- 
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cal es mucho más amplio y el Estado para ajustar las 
cuentas podría oy aumentar los ingresos o disminuir Jos 
gastos. Pienso que debería buscar el equilibrio, pero no 
a costa de disminuir la revaluación de los pasivos. 


Esta es la discusión que hemos mantenido durante 
estos tres años y medio. Es por eso que me parece ocioso 
reiterar que el déficit fiscal no es culpa de los pasivos y 
que la amenaza del déficit fiscal o de la inflación no 
puede seguir siendo utilizada para justificar que no per- 
ciban lo que les corresponde teniendo en cuenta el im- 
dice legal. 


Termino, señor Presidente, formulando una Moción 
de orden en ej sentido de que se le prorrogue el término 
al señor senador Tourné. 


SENOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Se va a votar la moción formulada. 


fSe vota: ) 


--20 en 21, Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Tourné. 


SEÑOR CIGLIUTI. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR TOURNE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede interrumpir el señor senador. 


SEÑOR. CIGLIUTI. Ej señor senador Zumarán me 
atribuye cosas que no dije. Manifesté y repetí hasta el 
hartazgo que la referencia que se hace es. nada más, en 
cuanto al monto de la asistencia del Gobierno al Banco 
de Previsión Social y en cuanto al déficit fiscal. Nadie 
dice que los ¡ubilados tienen la culpa del mismo. Es una 
lástima que el señor senador Zumarán insista en decir- 
nos esto, puesto que el déficit fiscal se produce por todos 
los gastos que tiene el Estado, incluidos muchos en los 
que el Banco de Previsión Social no tiene nada que ver, 
y los jubilados, que son los que tienen más baja remune- 
ración. 


Asimismo, por el hecho de decir que esto sea un gds- 
to sea el 10%, el 22% o cl 2% en total-— que tome 
en dos años U$S 60:0%0.000 no molesto la conciencia 
moral de ningún jubilado. Este razonará, con todo dere- 
cho, que si le corresponde, que se lo paguen. ¿Qué tiene 
que ver eso? No molesto en lo más mínimo a ningún ju- 
bilado, porque ahora resuelva el Parlamento y luego se 
convierta en ley este proyecto que les va « permitir co- 
brar más, aunque las consecuencias que tenga sean otras 
a aquellas que todos deseariamos. 


Vale decir que nosotros estamos en contra de este 
proyecto de ¿ey por las razones que después diremos y. 
accidentalmente, manifestamos que no tenemos ningún 
complejo para que el Estado ahorre con los jubilados. 
Entonces, también ahorra con los funcionarios públicos y 
con los pertenecientes a los organismos del artículo 220 
de la Constitución, porque ni a unos ni a otros les damos 
lo que quisiéramos, porgue no podemos. 
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El Poder Ejecutivo actúa en ¡a órbita en “que puede 
hacerlo. Naturalmente, lo que quiere evitar, de cualquier 
modo, es el aumento del déficit fiscal que después no 
tiene con qué conjugar. . : 


Ahora se nos hace aparecer como que no somos par- 
tidarios de mejorar la situación de los jubilados; sín em- 
bargo queremos elevar la situación de todos los funcio- 
narios activos y pasivos del Estado, dentro dé lo posibie. 
Hay algunos organismos que tienen el privilegio de: es- 
tructurar sus presupuestos sin pasar por el tamiz del Mi- 
nisterio de Economía y Finanzas, y hay otros que no, El 
Ministerio de Economía y Finanzas sigue una política 
general en la cual también cac el Banco de Previsión 
Social porque es obvio —-y todos estamos de acuerdo-- 
que el Poder Ejecutivo tiene que asistir económicamente 
a dicha institución, y no puede dejar de hacerlo. 


Estamos discutiendo aquí como si fuera una Rendi- 
ción de Cuentas y un Presupuesto. Todos quisiéramos dar 
más. pero no podemos. Tratamos de hacer el máximo es- 
fuerzo para brindar lo único que se puede dar: menos 
de lo que se podia pagar, no se ha dado. 


E] Poder Ejecutivo cuando estableció las pasividades 
que ahora Se mejoran por este proyecto de ley, fijó tn- 
dices diferenciales porque entendió que podía haccrlo. Yu 
mismo ereí --y aún lo creo— que podia hacerse eso. 
Ahora hay pronunciamientos y es distinto a hate tres 
años. : 


Sigo creyendo, asimismo, que la última parte del ar- 
tículo 713 del Acto Institucional correspondiente, al decir 
que faculta ai Poder Ejecutivo a establecer indices dife- 
renciales cuando lo considere necesario, lo autoriza para 
actuar como lo hizo. Es por eso que el Poder Ejecutivo 
actuó de esa manera; tal vez gastó de ud modo cuando, 
quizás, debió hacerlo de otra manera, según se dice aho- 
ra. No puede decirse que' el Poder Ejecutivo ahorró qó- 
lares por seguir aquelía politica del año 1985 que ahora 
se revisa. Eso habría que discutirlo mucho, porque lo que 
no dio en el índice completo y parejo a todos, lo volcó 
en unos en perjuicio de otros. Los que en el año 1985 no 
recibieron la revaluación son 100.000, en un total que 
supera largamente esa cifra. 


Nada más, señor Presidente. 


SEÑOR ZUMARAN. -— ¿Por qué el señor senador so 
vota este proyecto de ley? 
SEÑOR FORTEZA. -- Porque es inconstitucional, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Se ruega a los señores senadores no dialogar, 


Puede continuar en el uso de la palabra e señor 
senador Tourné. 


SEÑOR SINGER. 
señor senador? 


¿Me permite una interrupción, 


SEÑOR TOURNE. Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE -(Dr. Américo Riéalaoni)- — 
Puede interrumpir el señor senador. 


22.3. 


SEÑOR SINGER. — Deseo hacer una. precisión y pro- 
rieto no solicitarle más interrupciones al señor miembro 
informante para que pueda terminar su exposición de la 
manera más articulada y coherente posible. 


Las expresiones que se vertieron en Saia dejun flo- 
tando un panorama que no se ajusta a la realidad. Se hu 
dicho que el Gobierno ha buscado ahorrar o disminuir 
los gastos del sistema de seguridad social a costa de re- 
bajar la revaluación de la pasividades, y esto no es asi. 
Tan no lo es, que de un conjunto —-vamos a dar cifras 
redondas— de 480.000 pasividades, la mayoria de ellas, las 
de: niveles más bajos, fueron aumentadas por cncima del 
índice de revaluación establecido por ley. Para esa ma- 
yoria de los pasivos que tiene jubilaciones o pensiones 
más bajas, no solamente hubo un aumento para recu- 
petar el poder adquisitivo disminuido por la inflación, 
sino que se realizó uno por encima de ella, es decir, por 
arriba de aquel índice del 66%. Quedó un grupo, un 
sector del orden de los 90.000 ó 100,090 a quienes el au- 
iento no les alcanzó para cubrir esa disminución debido 
a la inflacción, o sea, que a ellos se les aplicó un índice 
más bajo. 


Pero a la gran mayoría -—diría que al 70% de las 
pasividades-— --se les aplicó un indice superior. Todos sa- 
bemos en. qué nivel quedaron las jubilaciones y pensiones 

sebre tedo las más bajas al término del régimen mi- 
lítar. El esfuerzo que se hizo entonces fue el de aumen- 
tar en mayor grado a las de menor escala y esto sig- 
nificó ——bueno es afirmarlo que en el total destinado 
por el Estado a la Seguridad Social hubo un incremento 
en valores reales. Voy a citar de memoria las cifras y si 
algún señor senador tiene la correcta, podría precisarlo 
aún más.. 


Al 1% de marzo de 1985, la Seguridad Social tenia 
un costo en valores reales —vamos a utilizar dólares por- 
que sirve como moneda de valor constante—— de unos 
U$S 32:000.000, cifra ésta que con las sucesivas revalua- 
ciones que se hicieron, como forma de darle más a las 
pasividades. menores, llegó a la suma de aproximadamen- 
te USS 53:000.009. 


Fsa es la realidad que me interesaba hacer constar 
a esta altura del debate. 


Naturalmente que sobre el fondo de la cuestión tengo 
criterio formado y, en lo que hace a esta materia, en- 
tiendo que habría que tratar de buscar otro tipo de so- 
lución que la contenida en este proyecto. En ese senti- 
do, creo que alguno de los compañeros que ya han inter- 
venido en este asunto expresarán la opinión de la ban- 
cada. 


SEÑOR GARGANO. — ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR TOURNE. - - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dr. Américo Ricaldoni). — 
Puede interruunpir el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. — Voy a referirme a dos de los 
puntos tratados aquí, porque Me parece que es impres- 
cindible aclararlos antes de que el señor senador. Tourné 
continúe con: su exposición, aunque descuento que él 
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aportará en esta idea. Más precisamente, voy a recordar 
la exposición que hicimos en el Senado el Y de mayo de 
1985, exactamente sobre este punto. 


Haciendo un análisis de log mecanismos aplicados por 
el Poder Ejecutivo para revaluar las pasividades, conta- 
bilízando la forma de realizarlos y efectuando el cálculo 
en dinero contante y sonante y en porcentajes, llegá- 
bamos en ese momento a la siguiente conclusión. El to- 
tal de egresos por pasividades, antes del aumento fijado 
por el Poder Ejecutivo —excluidos los adelantos otorga- 
dos el año anterior— era de N$ 1.524:000.000. En el mes 
de abril, los egresos, incluidos los aumentos, llegaban a 
NS 2.427:000.C00, aplicando los índices. Eso significó un 
incremento total y global de los egresos para todas las 
Cajas de la Dirección General de la Seguridad Social, de 
un 59 %. es decir, un 7% menos de lo que hubiera co- 
rrespondido si se hubiera aplicado el indice de 66 %. 


Estos son los resultados matemáticos, 


Decíamos que se realizó una detracción a los pasivos 
de N$ 103:000.000 mensuales. Añadíamos, con la informa- 
ción proporcionada por los técnicos que mencionaba hoy 
el señor senador Tourné, que eso importaba ——a un tipo 
de cambio de N$ 95 por dólar— U$S 13:000.000 al año. 
Naturalmente, con cl decurso de los años y sobre la base 
de la no aplicación de aquel índice, la cantidad de adeu- 
dos que se tiene con los pasivos ha ido creciendo sustan- 
cialmente. 


Es decir que, matemáticamente, el Gobierno ahorró 
a costa de los pasivos. 


fOcupa la Presidencia el señor senador Ortiz) 


--Por otro lado, quisiera hacer una segunda aproxi- 
mación al tema, diciendo lo siguiente. 


Se afirma que las transferencias a la Seguridad So- 
cial importan gastos al Estado Que abultan el déficit fis- 
cal, pero se clvida que esas transferencias están obliga- 
das porque bajo el régimen de facto se aplicó una díis- 
posición por la que se rebajaron los aportes de los acti- 
vos en un 38%. A cambio de eso se incrementó el Im- 
puesto al Valor Agregado para financiar, por la vía del 
Tesoro y directamente, la Seguridad Social, Es decir que 
lo que se paga a ésta por parte del Tesoro no es regala- 
do porque son aportes que no se pagaron --se detraje- 
ron- - y a cuyo cargo está ahora, reitero -—en virtud del 
incremento del IVA— el Tesoro central. 


Me parecía importante. hacer estas dos precisiunes 
porque ello significa que se ahorró y que se sigue aho- 
rrando y que además hay obligación del Estado, por ley, 
de hacer las transferencias a la Seguridad Social. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). —- Puede 
continuar el señor senador Tourné. 


SEÑOR ZUMARAN. —- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR TOURNE. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Puede 
interrumpir el señor senador. 
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SEÑOR ZUMARAN. Además de ratificar las esti- 
maciones que ha hecho el señor senador Gargano, digo 
que el elemento de cálculo que hizo el señor senador 
Singer - -Jamento que éste no se encuentre en Sala en 
este momento— es muy malo. Lo que vale son los nuevos 
pesos para medir si el presupuesto de la Seguridad So- 
cial aumentó o no. Lo cierto es que aumentó en el 59 % 
y no en el 66%. 


Por otro lado, efectuar el cáleulo, como lo hizo el se- 
ñor senador Singer, en dólares, es muy mal método, por- 
que el presupuesto de la Seguridad Social puede aumen- 
tar o disminuir en dósares según sea ej ritmo devaluato- 
rio de la moneóa. Por ejemplo, imaginemos el presupues- 
to de la Seguridad Social en dólares un dia antes de la 
ruptura de “la tablita” y estimémosio aj día siguiente de 
ésta y habremos visto que ese presupuesto se redujo a la 
tercera parte. ¿Por qué sucedió esto? Porque hubo varia- 
ción cambiaria. Entonces, estimar el presuputsto de la 
Seguridad Social en dólares y decir si disminuyó o au- 
mentó, es un cálculo muy poco técnico que introduce una 
variable que no dice relación al planteo y que no habi- 
lita a llegar a conclusiones definitivas sobre este punto. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). 
continuar. el señor senador Tourné. 


Puede 


SEÑOR TOURNE. — De alguna manera, el diálogo 
entre los distintos señores senadores ha permitido que se 
aportaran las cifras que en su oportunidad fueron recla- 
madas y cuál es su importancia y significación. 


El importe mensual de este proyecto interpretativo 
de revaluación de pasividades --como lo señaló el señor 
senador Cigliuti, está en el orden de los N3 9.447:000.000, 
representativos de unos U$S 24:200.000 y qué mensual- 
mente va a significar un incremento en el presupuesto 
de pasividades de unos N$ 1.504:000.000. 


Pero hay algo que nos interesa destacar porque cuan- 
do se habla del tema de pasividades ya se va constitu- 
yendo un “leiy motiv” atribuir a que el peso de desfinan- 
ciamiento dei déficit liscal de alguna manera apunta a 
este sector. En ese sentido, declaro que tiene razón el se- 
ñor senador Cigliuti que no fueron el contador Capellini 
ni el señor Renán Rodriguez los que en la reunión de la 
Comisión hicieron cuestiones en esta materia. Es verdad 
que el contador Capellini dijo que iumaba el déficit fis- 
cal como un punto de referencia para calcular la impor- 
tancia de la asistencia financiera del Estado. Pero es ver- 
dad también que el señor Ministro de Trabajo y Seguri- 
dad Social, en 1987 y luego el señor Director de la Ofi- 
cina de Planeamiento y Presupuesto, afirmaron que el 
déficit fiscal estaba fundamentalmente relacionado con 
la asistencia financiera del Estado y que había que cam- 
biarlo. También lo es que esta revaluación de 1985 tuvo 
otro elemento a destacar, el que por otra parte fue un 
compromiso asumido por el señor Ministro de Economia 
y Finanzas, contador Zerbino, con el Fondo Monetario 
Internacional. Precisamente, ese compromiso fue ej de 
rebajar un 0,5% la asistencia financiera del Estado a la 
Seguridad Social y, por rara casualidad, ese 0,5% del 
Producto Bruto Interno significan unos USS 13:000.000. 


De manera que ya lo tomemos por un lado o por 
el otro, todo va a coincidir en un objetivo fundamental. 
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generar, de alguna manera, en el ánimo del pais y de los 
jubilados un derecho porque lo están haciendo sobre algo 
a lo que no tendrían derecho estrictamente ya que Je 
imponen una carga tan grande al Estado, que no la pue- 
de atender. 


Deseo hacer dos o tres reflexiones y dejar semtadas 
algunas conclusiones que, aunque ya se han expresado 
en el curso del debate, me parece importante reiterarlas 
antes de terminar mi exposición. 


Es cierto que la asistencia financiera del Estado ai 
Banco de Previsión Social ha sido significativa en Jos 
últimos años, especialmente desde 1982 en adelante. Sin 
embargo, hay que tener en cuenta que esta asistencia 
financiera —tal como lo expresó el señor senador Gar. 
gano hace un momento— obedece a una política origi 
nada en tiempos del gobierno del facto, que fue dismin: 
yendo los aportes obrero-patronales, suplantándola por 
asistencia financiera del Estado, la que provenía de Jos 
impuestos recaudados, especialmente el IVA, cuya te 
básica subió del 14% al 20%. 


Entonces, frente a un presupuesto como el del siste. 
ma de la Seguridad Social de las prestaciones a pasivos 
que, de alguna manera, estaba equilibrado —y vamos A 
entendernos porque cuando hablamos de pasivos dentro 
de la Seguridad Social debemos tener siete u ocho ramas 
diferentes involucradas y cuando mencionamos a los ju- 
bilados y pensionistas les estamos atribuyendo, todo un 
conjunto de males, sobre todo en atención al déficit fs 
cal, que no lo originan ellos— está elaro que si se rebaja 
el aporte obrero. patronal, hay evidentemente, una dismi. 
nución de los Yecursos. Todos sabemos que esto se hize 
porque se quería estimular las exportaciones y que ei 
exportador no transmitiera la carga de la Previsión So 
cial al exterior; es decir que en el precio del producto 
no fuera incluido, fundamentalmente, jo que COrrespon- 
día a aporte obrero.patronal y que, en cambio, se gene- 
rara por la vía del IVA, porque éste se puede descontar, 
ya que se trata de un reintegro que se hace cuando se 
exportan determinados productos. 


Por lo tanto, hay una realidad y es que por una ne. 
cesidad económica se cambian los parámetros de finan- 
ciamietnto del sistema. En consecuencia, cuando habla. 
mos de que existe un aporte en el que está estrecha. 
mente vinculado el IVA al sistema de Seguridad Socia), 
debemos tener en cuenta que no es una asistencia gra. 
tuita que hace el Estado, sino que fue porque se rcba- 
jaron Jos aportes patronales y se sustituyeron por e) 
IVA, que pasó a ser desde ese momento un aporte genmi. 
no a dicho sistema y no una ayuda a un sistema desfí. 
nanciado. Al respecto tenemos en nuestro poder un cua. 
dro en el que se refleja esta relación, la que brindaremos 
más adelante. 


Lógicamente, tendríamos que reiterar lo que se atir- 
mó con respecto al déficit fiscal y la relación que existe 
entre éste y la asistencia financiera del Estado. Eviden. 
temente hay un equilibrio y un incremento que se Opera 
a partir de 1982. Sabemos que esto obedece a que el 
sistema legitimo de recursos del Banco de Previsión So- 
cial a los pasivos se cambió, pasando, fundamentalmen- 
te. a impuestos. Por lo tanto, bajo el rubro “Asistencia 


sa 
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Financiera” se está dando realmente lo que corresponde, 
purque «son: recursos especificamente afectados, aunque 
no lo diga la ley. 


Por obra parte, debemos tener en cuenta que, en tér- 
minos reales, la asistencia financiera al Banco de Previ- 
sión Social ha ido disminuyendo, con excepción de lo 
ocurrido en 1987. 


No podemos tomar, para apreciar estos términos, el 
dólar estadounidense, pues su valor bajó con respecto a 
otras monedas. Por lo tanto, si se compara la asistencia 
financiera del Estado con otras monedas estables —co- 
mo, por ejemplo, el marco alemán-— vemos que no han 
habido ni se han experimentado las subas que se seña- 
lan de acuerdo a lo que es el aporte del Estado al sis- 
tema. De modo que es muy inferior —- y ello emerge de 
los datos que poseemos-— si se toma en cuenta una mo- 
veda estable como sería el marco. 


Otro criterio si se toma un índice técnico que aporta 
el propio Estado, como ser el índice medio de salarios 
deflactado a valores de 1985, en millones de nuevos pe- 
sos, nos encontramos que en los últimos tres años no ha 
habido, prácticamente, incremento de la asistencia finan- 
ciera del Estado. Digo esto, porque según el indice medio de 
salarios deflactado, la asistencia es de N$ 13.765:000.000. 
En el año 1986 disminuye y pasa a N$ 11.494:000.000 
y, en 1987, se sitúa en el orden de los N$ 13.120:000.000, 
que es inferior a la de 1985. Sin embargo, en relación 
al año 1982 la asistencia financiera del Estado disminu- 
yó a la mitad y de N$ 23.861:000.000, en moneda esta. 
ble, pasó a N$ 13.120:000.000, observándose, prácticamen- 
te, desde el año 1980 hasta 1985, niveles con una dismi. 
nución constante y permanente en la asistencia finan- 
ciera. 


Por otro lado, debemos tener presente que la cober- 
tura por recursos genuinos de las prestaciones a jubila- 
dos y pensionistas —que son las que interesan a los pa- 
sivos-— excluyendo las pensiones a la vejez, invalidez y 
sobrevivencia que no son 'prestaciones contributivas, tie- 
nen porcentajes muy importantes. Si tomamos exclusi- 
vamente a los jubilados y pensionistas y no al resto de 
las prestaciones que están dentro del Banco de Previsión 
Social, la asistencia financiera es ínfima. 


Además, durante el periodo que va desde 1982 a 
1987, la cobertura de los recursos legítimos ha ido au- 
mentando con excepción de lo ocurrido en el año 1987 
donde $e: operó una pequeña baja. 


Por último, cuando se establecen términos compa- 
rativos, €s importante tener en cuenta qué es lo que su: 
cede en el resto de los sistemas que funcionan indepen- 
dientemente del Banco de Previsión Social. Es decir, cuál 
es el orden de cobertura por recursos genuinos que tie- 
ren, por ejemplo, las Cajas Militar y Policial. A conti. 
nuación .voy a dar las cifras. 


El déficit de prestaciones a la invalidez, y sobre 
vivencia, excluyendo las de la vejez, en relación con los 
recursos genuinos recaudados y en base a estos se cu- 
bre, en el.año 1985, casi el 80% del presupuento; en el 
año 1986 los recursos genuinos se incrementan pagán- 
dose el.85% del presupuesto con dichos recursos y sin 
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asistencia financiera. En 1987 disminuye algo y se sitúa 
en el orden del 82.7%. 


Por lo tanto, cuando hablamos de que tenemos que 
darle soluciones a las clases pasivas, a jubilados y pen- 
sionistas y nous referimos a un déficit fiscal abrumador 
en el que la responsabilidad fundamental corresponde 
a la asistencia financiera del Estado, ¿estamos hablando 
de cifras que corresponden a la realidad de lo que está 
ocurriendo en la financiación? De ninguna manera; las 
cifras que he proporcionado lo demuestran. Por ejem- 
plo, podría centrar el tema en lo que tiene que ver con 
la cobertura de los otros sistemas y veríamos que la 
asistencia es mínima. 


Como conclusión, señor Presidente —y para no ex- 
tenderme más en el tema, porque hay otros senadores 
que van a expresar sus puntos de vista tememos que 
afirmar que la explicación del actual déficit de las pres. 
taciones a la vejez, invalidez y sobrevivencia -—que son 
las que nos interesan en este proyecto-— se deben en. 
contrar en los hechos siguientes. 


El régimen de financiación, como ya se señaló adop- 
tado en la época del gobierno de facto, no fue corregido 
en la democracia. Al contrario, en el año 87 ineremen- 
tamos un punto más en el IVA pasando del 20% al 21%. 
En ese momento tampoco hubo una financiación que 
obedeciera al aporte patronalobrero sino que se sacó 
del sistema y se pasó a la vía impositiva. De manera 
que se produce la baja de los aportes obreros y patro- 
nales sustituyéndoselo por impuestos recaudados por el 
Estado, en especial el IVA que a la tasa básica del 14% 
sube al 20% y luego al 21%. 


Por otra parte, se considera en forma errónea que 
todas las transferencias estatales son asistencias finan- 
cieras, cuando buena parte de ellas son producto de im. 
puestos recaudados por el Estado que deben afectarse a 
la seguridad social Esta es una conclusión de aquellas 
que se pueden admitir con una solidez y un fundamen. 
to total, en especial el tercio recaudado por la tasa bá- 
sica del IVA. 


Se cargan, indudablemente, a las prestaciones de ve- 
jez, invalidez y sobrevivencia una serie de prestaciones 
totalmente desfinanciadas, estas sí, que deberían estar 
a cargo del Estado, creando a tales efectos fondos espe- 
ciales. Entre ellas incluimos las pensiones a la vejez e in- 
validez que están totalmente desfinanciadas, porque no 
hay retribución alguna en torno a la prestación y a lo 
que tiene que ser el aporte del beneficiario. 


En el presupuesto de setiembre de 1988 existe un 
total de 59.700 beneficiarios del sistema de pensiones a 
la vejez que insume N$ 1.104:000.000. En marzo de 1985 
alcanzaban a 23.000 y pasaron a 59.700. Por lo tanto, 
cuando hablamos de los jubilados y pensionistas es ne- 
cesario tomar en cuenta este hecho. 


Por otra parte, los seguros de desempleo están abso- 
lutamente desfinanciados. Además, las prestaciones fami. 
líares, no tienen financiación, al igual que los seguros de 
enfermedad, que están parcialmente financiados. En to- 
dos los casos, se trata de sumas muy importantes. 
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Por último, también están totalmente desfinanciados 
los subsidios por maternidad. 


Frente a los beneficios que presta el Banco de Pre- 
visión Social, absolutamente desfinanciado, existen otros 
que sólo lo están parcialmente, como por ejemplo los que 
acabamos de referir, que son muy importantes y que in- 
dudablemente requieren que el Estado realice un esfuer- 
zo de calificación. 


Los gastos de gestión e inversión no solamente se re- 
fieren a la prestación específica de lo que se tiene que 
pagar al jubilado y pensionista, incluye, también, to- 
dos los gastos de mantenimiento de asignaciones familia. 
res, seguros de eníermedad, todo el orden administrativo 
y los enormes gastos que origina. Son inversiones, no 
gastos porque se trata de contribuciones a la salud que 
nosotros apoyamos. 


Simplemente estoy haciendo un análisis cuando esta- 
mos calificando de desfinanciado al sistema de Previsión 
Social, con respecto a los aumentos que queremos y a la 
revaluación de las pasividades para jubilados y pensio- 
nistas. Entonces, tenemos que señalar que habría que ha- 
cer un desgloce cuando consideramos todo este conjunto 
de ramas y de capítulos que están engiobados en la se. 
guridad social. No se trata de una prestación a pasivos, 
por jubilaciones y pensiones, que no encuentra cobertura 
alguna y representa una inmensa suma que se integra 
prácticamente con la asistencia financiera del Estado. 


Es necesario, de alguna manera, que el Parlamento 
considere el problema porque si no lo hace, teniendo en 
cuenta toda la complejidad de esta temática, podemos 
emitir un juicio de valor absolutamente fuera de la rea- 
lidad y desajustado. 


Para terminar, señor Presidente, deseo señalar las ra- 
zones para votar este proyecto vinculadas, nada menos, 
a que se haga justicia con quienes, por un acto absoluta- 
mente fuera de lo que las normas legales indicaban, hu- 
bieran disminuido sus ingresos. Hubo una detracción y el 
Estado perjudicó, por medio de una decisión administra- 
tiva, a más de cien mil jubilados y pensionistas. Por lo 
tanto, se trata de una obligación del país entero para 
con este sector tan importante de la vida nacional, como 
son las clases pasivas, 


A las razones jurídicas y de justicia están vinculadas 
las de orden económico y financiero que acabamos de 
reterir, que justifican plena y ampliamente la aprobación 
del proyecto de ley, en los términos en que ha sido en- 
viado por la Cámara de Representantes. 


(Aplausos en la Barra. Campana de orden). 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Se ad- 
vierte a la Barra que no puede hacer ninguna clase de 
manifestaciones. 


SEÑOR GARGANO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Tiene 
la palabra el señor senador. 


SEÑOR GARGANO. — Señor Presidente: voy a ocu- 
par muy poco tiempo del Senado para expresar mi apoyo 
al proyecto de ley en discusión. 
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Decía, recientemente, en una interrupción al señor 
senador Tourné, que el 7 de mayo de 1985 realizamos 
en este Cuerpo una exposición en la que señalamos que 
paralelamente al aumento de la deuda externa -——se tra. 
taba de un asunto crucial que se analizaba en aquel mo- 
mento, al igual que ahora— durante la dictadura se ha- 
bía originado una deuda social, así la caracterizábamos, 
que había afectado al 53% del valor real del ingreso de 
los trabajadores y al 57% del valor real de las pasivida. 
des de pensionistas y jubilados. Es decir, había afectado 
profundamente las condiciones de vida de las mayorías 
nacionales, 


Ese mismo día del año 1985, los pensionistas y jubi- 
lados miraban, cuando cobraban sus remuneraciones, afo: 
rados y sin comprender qué aumento por revaluación se 
les estaba aplicando, pues el gobierno se había dispuesto 
desconocer la ley y revaluaba con índices distintos a los 
legales, que entonces llamó diferentes y diferenciales. 


Fue ese mismo día que denunciamos en esta Sala 
que por ese mecanismo por el que se beneficiaba única. 
mente a las pasividades de los trabajadores domésticos y 
a los pensionistas a la vejez, únicos que recibían indices 
superiores al legal del 66.1%, lo que se hacía era una 
redistribución de ingresos entre los mismos pasivos. Se 
les pagaba de menos a unos y además, se ahorraba a 
costa de todos. 


Solamente en el ejercicio correspondiente a 1985, pro. 
yectando el ahorro, el Gobierno se ahorraba dólares 
13:000.000 al no cumplir el índice legal en perjuicio de 
pensionistas y jubilados. 


Más tarde, cuando en sucesivos llamados a Sala tu- 
vimos oportunidad de considerar el tema de la deuda y 
el manejo económico-financiero de los recursos del Es- 
tado discutiendo con el señor Ministro de Economia y Fi. 
nanzas, contador Zerbino, señalábamos, también, que este 
ahorro que realizaba el Estado coincidia exactamente 
con el compromiso que se habia contraído con el Fondo 
Monetario Internacional, en la famosa Carta de Intencio- 
nes que el Gobierno extendió a este organismo en el 
año 1985, por la cual se comprometía, como señalaba re. 
cientemente el señor senador Tourné, a disminuir en un 
0.5% del Producto Bruto Interno, las transferencias a la 
Seguridad Social. Esto se ha cumplido en forma constan- 
te desde aquel entonces hasta ahora. 


El señor Ministro de Economia y Finanzas, en la úl. 
tima oportunidad en que estuvo en este recinto, nos se- 
ñaló cuando recordábamos este punto, que eso había de- 
jado de estar en vigencia porque ya no existia más este 
compromiso con el Fondo Monetario Internacional. 


Si bien aquello no está más, igualmente se sigue 
aplicando el mismo criterio porque el ahorro en las trans- 
ferencias a la Seguridad Social, por este concepto, se 
sigue realizando. 


En ocasión de una interrupción dijimos ——y lo vamos 
a reiterar porque nos parece sumamente elocuente— que 
el total de egresos por pasividades, antes del aumento de- 
cretado en abril y excluyendo los adelantos otorgados en 
el año anterior, era de N$ 1.524:000.000 y que luego, con 
todos los aumentos, los egresos del Banco de Previsión 
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Social se situaban en N$ 2.427:000.000, lo que significaba 
un incremento total y global de los egresos para todas 
las Cajas de la Dirección General de la Seguridad Social 
de un 59%. Es decir, un 7% menos de lo que hubiera co. 
rrespondido, o sea, una detracción a los pasivos de nue- 
vos pesos 103:000.000 mensuales. Realizamos el cálculo en 
dólares y esta cifra correspondía a USS 13:000.000 anua- 
les, si se calculaba esa detracción a un tipo de cambio 
de N$ 95 por dólar. 


Creo que está matemáticamente demosirado que esto 
ha ocurrido así y que, al persistir en el tiempo una no 
revaluación de acuerdo con aquellos índices de 1985, se 
siguió detrayendo progresivamente a los jubilados algo 
que por ley les correspondia; que lo que este proyecto 
hace es restituirle algo a lo que tenían derecho legal 
mente —lo que significa que nada les estamos regalan. 
do ni incrementando, sino que sólo les estamos retribu- 
yendo una situación que la ley amparaba y que el Go 
bierno, ignorándola, no contempló-— y que esto se hizo 
a favor de las cuentas del Tesoro y en detrimento de la 
economía de los pasivos. Pagados en fecha y mes a mes, 
hubieran permitido a pensionistas y jubilados consumir 
muchos litros de leche, kilos de pan, de arroz, de carne 
-—ahora, cuando en determinado momento se hacen 
cálculos, se dice por parte del Gobierno “esto importa 
tantos litros de leche más o tantos kilos de carnes más”"— 
o pagar las cuotas de sociedades médicas, tan imprescin- 
dibles para el trabajador del ayer. Se trata de gastos de 
primera necesidad que en su momento el Banco de Pre- 
visión Social manejó en la campaña propagandística de 
su gestión —Jos señores senadores lo recordarán porque 
esto fue analizado por el Parlamento— euyo costo ascen- 
dió a U$S 1:000.000 a expensas de su recaudación y pa- 
gando N$ 12:000,000 de comisión, como oportunamente 
se denunció en la Cámara de Representantes. 


Pero el Gobierno hizo oidos sordos a los reclamos de 
las organizaciones de pensionistas y jubilados, así como 
a los de la oposición y llegó hasta a vetar una ley, apro- 
bada el 9 de julio de 1986, que establecía que no se po- 
dían disminuir los aumentos previstos en la norma legal 
—articulo 73 del Acto N* 9— según la variación del In- 
dice Medio de Salarios. Sólo un obstinado abuso de discre- 
cionalidad explicaría la actitud gubernamental al no que- 
rer reconocer lo que la ley dicta claramente, dejando 
acumular una deuda como la señalada, cuyo monto se- 
gún cifras oficiales —y así lo señalaron senadores del 
Gobierno-.- asciende hoy a N$ 9.500:000.000. Esto forma 
parte de lo que denominamos deuda social que, natural. 
mente, los responsables de la política económica debieran 
priorizar por sobre las exigencias de los acreedores ex- 
tranjeros y no cortar —como se ha dicho en Sala— la 
cuerda por lo más delgado. 


Recordamos que cuando el Gobierno vetó la ley in- 
terpretativa sancionada por este Parlamento, amenazó 
con accionar ante la Suprema Corte de Justicia para Ob. 
tener la declaración de imconstitucionalidad pertinente. Pe- 
ro apenas algo más de un centenar de pensionistas y jubi 
lados, que contaban con asesoramiento legal, recurrieron 
al Tribunal de lo Contencioso Administrativo. Este dictó 
fallos dándoles la razón. Aunque aquí se ha citado, creo 
que conviene reiterarlo. El Tribunal decia —y lo cito tex- 
tualmente—: “A juicio del Tribunal no deja la más mi- 
nima duda acerca de la ilegalidad en que el Poder Eje- 
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cutivo ha incurrido al dictar el decreto impugnado”. Y 
más adelante, expresaba: “el acto administrativo genérico 
le impuso un daño al liquidarle su pasividad en menos 
de lo que legalmente le hubiere correspondido”. La Jus- 
ticia Administrativa del país juzgó así la ¡legalidad y el 
daño cometido por el Poder Ejecutivo contra pensionistas 
y jubilados. Claro está, quedaron dos tipos de situaciones: 
el centenar que obtuvo el ajuste legal, y la enorme can- 
tidad de decenas de miles que no lo obtuvieron. El pro- 
yecto de ley que hoy discutimos corrige esta situación, 
disponiendo la igualdad ante la ley. 


Se ha sostenido, por parte de los representantes del 
Gobierno, la imposibilidad de otorgar este ajuste, hacien- 
do por un lado una comparación permanente con el dé- 
ficit fiscal y, por otro, diciendo que las prestaciones de 
Asignaciones Familiares y Seguro por Desempleo no tie- 
nen financiamiento expreso y que las del Segurú de Sa. 
lud tienen hoy un desfinanciamiento del 32%, entre in- 
gresos y egresos. 


Sobre el primer argumento, pareciera que existe en 
el mismo una deliberada intención de hacer aparecer a 
jubilados y pensionistas como los causantes del déficit fis- 
cal del pais. Entre 1963 y 1984 el poder adquisitivo de 
este sector de nuestra ciudadanía se redujo promedialmen- 
te a la sexta parte; sólo en el periodo de la dictadura vio 
reducido en un 57% el valor real de sus pasividades; y, 
lo que es peor, tomando como base 100 para 1984, sus 
ingresos han legado a 101.7% en 1988 —como también 
lo manifestamos en oportunidad de la interpelación al 
señor Ministro de Economía y Finanzas— lo que significa 
que dichas remuneraciones, en valores reales, no han cre- 
cido nada en los últimos cuatro años. En cambio, si Ob. 
servamos los gastos del Gobierno Central en porcentajes 
desde 1955 a 1985, vemos que el correspondiente a Segu- 
ridad Social incluida las transferencias, se mantiene en 
un 48%. Lo que ha habido en el periodo fue una evolu- 
ción creciente del número de pasivos, superior al creci 
miento de la población, hecho que se agravó en el pe. 
ríodo de la dictadura y también por la emigración, que se 
mantiene y que afecta negativamente la relación activo 
pasivo. 


La relación porcentual de los egresos del Banco de 
Previsión Social —que representa el 90% de Jos pasivos— 
con el Producto Bruto Interno, según el señor Ministro 
de Trabajo y Seguridad Social, fue de 8.27% en 1985, 
de 8.85% en 1986 y de 9.59% en 1987. Está muy por de. 
bajo de los índices de muchos paises que sitúan los in- 
gresos de la Seguridad Social en el doble y el triple de 
nuestros porcentajes. 


Lo que ha aumentado, si tomamos como referencia 
el año 1955, son los gastos de defensa y los servicios eco- 
nómicos, que en porcentaje pasaron de 11.8% a ser un 
18.4% de los gastos del Gobierno Central. En cambio, 
los servicios sociales —incluida la Seguridad Social, la 
educación y la salud— que estaban en un 71.2% en 1955, 
bajaron a 61.5% en 1986. 


El gasto público en Uruguay es moderado, si lo com- 
paramos internacionalmente y también lo es el gasto so- 
cial Está por debajo, no sólo de países desarrollados, si. 
no también de los restantes de América Latina, que nor- 
malmente se incluyen entre los subdesarrollados. Por eso 
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rechazamos ese estilo de discurso conservador que trata 
de reducir los gastos del Estado a pesar de los costos so- 
ciales que esto implica, porque siempre tiende a reducir 
los gastos destinados a atender preferentemente a los sec- 
tores deprimidos de nuestro pais. 


Nos referimos muy brevemente a los temas del des- 
financiamiento, no al de los recursos necesarios para el 
cumplimiento de esta ley, que es interpretativa de la apli- 
cación preceptiva de un índice que ya se establecía en 
una ley anterior, sino al de los desfinanciamientos del sis- 
tema de prestaciones de activos del Banco de Previsión 
Social, de lo que se lamenta el señor Ministro. 


Hay una primera responsabilidad en la estructura 
tributaria que el pais mantiene y acentúa, y a la que 
se aferran los conductores de la política económica. La 
tributación indirecta —disimulada en los precios— es cer- 
ca del 60% de los recursos del Gobierno Central. La es. 
tructura de los tributos es regresiva con respecto al in- 
greso: pagan más quienes tienen menos ingresos. No hay 
transparencia entre el sector público y el ciudadano. Este 
tiene dificultades en saber cuánto paga y, por tanto, en 
exigir como usuario en cuanto a los servicios y a las pres- 
taciones que el Estado le debe proporcionar. 


No ha sido modificada la estructura del tributo que 
había implantado el gobierno de facto; por el contrario, 
hemos encontrado un fuerte rechazo a ello por parte del 
Gobierno. Se trata, entonces, de un sistema tributario que 
está concentrado en impuestos indirectos al consumo y 
que fuera estructurado en las reformas de los años 1974, 
1975 y 1979, y que hizo desaparecer otras modalidades 
de imposición como el impuesto a las trasmisiones de ca- 
pital o el impuesto a las rentas de las personas físicas. 


En el campo especifico de la Seguridad Social —ya 
lo dijimos, pero ahora lo reiteramos— las aportaciones 
patronales, principalmente de los activos, se rebajaron en 
un 38%, sustituyéndolas por el Impuesto al Valor Agre- 
gado. Actualmente, el IVA y el IMESI representan más 
del 90% de los impuestos de gasto interno. 


Si tenemos en cuenta que con los tributos indirectos 
pagan proporcionalmente más quienes tienen menores in- 
gresos, y que entre gravámenes, a los salarios e impuestos 
indirectos se totaliza el 72% de los ingresos tributarios, 
debemos concluir que es principalmente el pueblo traba- 
jador -——y entre ellos los pensionistas y jubilados— quie- 
nes soportan la mayor parte de la carga fiscal en este 
país. 


Señor Presidente: mucho más debiera analizarse con 
relación a estos temas, que ameritan un debate frente a 
la opinión pública y con ella -—tal como se acordara en 
la Concertación Nacional Programática— sobre la Se. 
guridad Social. Quiero recordar que al iniciarse el go- 
bierno democrático, los partidos políticos habían acordado 
en la CONAPRO una propuesta de cambio del régimen 
contributivo, que establecia que el fortalecimiento eco- 
nómico de la Seguridad Social, en tanto responsable del 
bienestar pleno de la persona y la familia, sería objeto 
prioritario del Estado y de todos los planes del Gobierno. 
Por consiguiente, las obligaciones del sistema deberian 
ser cubiertas a través de gravámenes progresivos que, 
gradualmente, alcanzaran a los poseedores de mayor ri. 
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queza, aplicadas en forma proporcional a la misma y dis. 
minuyendo progresivamente los aportes patronales y per- 
sonales. 


Dicha propuesta no logró aprobación por falta de 
consenso en el sector empresarial. De allí la gran nece- 
sidad de reabrir el debate y de ser coherentes en las con. 
ductas y en los proyectos del país que se quiere. 


Por todos estos motivos, señor Presidente, vamos a 
dar nuestra aprobación al proyecto de ley sancionado 
por la Cámara de Representantes, que permite la regula. 
rización de los ajustes aplicados al 19 de abril de 1985, 
con el índice legal del 66.1% y posteriores, a las pensio. 
nes y jubilaciones revaluadas por debajo de dicho índice 
en aquella oportunidad. 


Muchas gracias, señor Presidente. 
SENOR CERSOSIMO. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Tiene 
la palabra el señor senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Señor Presidente: los se- 
nadores integrantes de la Unión Colorada y Batllista ha- 
biamos preparado, con fecha 27 de octubre último, un pro- 
yecto de ley interpretativo de la Ley N? 15.900, que te- 
níamos intención —y seguimos manteniéndola, si la ban- 
cada del Partido Colorado estuviera de acueido en acep- 
tar nuestros puntos de vista— de presentar al Cuerpo. 


A través de este proyecto, estableciamos una limita. 
ción temporal en cuanto al ámbito de aplicación de la 
Ley N? 15,900, de 21 de octubre de 1987. Asimismo, dis- 
poníamos que la vigencia de este último texto legal, co- 
menzara a partir de la promulgación del proyecto que he- 
mos preparado, siempre que el mismo —naturalmente— 
se transformara en norma de derecho positivo. 


Declarábamos —en vía, por lo tamto, como hemos di- 
cho, de ley interpretativa— que los aumentos de pasivi. 
dades dispuestos por la Ley N% 15.900, de 21 de octubre 
de 1987, debían calcularse sobre las asignaciones jubila- 
torias y pensionarias que resultan de aplicarles, desde el 
19 de abril de 1985, el Indice Medio de Salarios. Por el 
artículo 22 de ese proyecto se dispone que, la vigencia de 
la citada Ley N% 15,900, con la interpretación que se le 
da por el artículo anterior, se contará a partir de la fe. 
cha de promulgación de la ley que se proyecta. 


Entendiamos ——y entendemos—- que de esta manera 
estableciamos un criterio absolutamente de recibo en 
cuanto a lo que debe constituir una ley de carácter inter. 
pretativo. De acuerdo con lo que dispone el Código Civil, 
una ley interpretativa sólo puede hacerse con relación a 
otra ley y no respecto de cualquier otra norma que no 
tenga ese carácter. La interpretación auténtica o hecha 
por el legislador se refiere a la que se efectúa de esa ma- 
nera. 


El proyecto que vino con sanción de la Cámara de 
Representantes, establece que se declara “el derecho de los 
titulares de las pasividades servidas por el Banco de Pre. 
visión Social, la Caja de Jubilaciones y Pensiones Ban. 
carias, la Caja Notarial de Jubilaciones y Pensiones y la 
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Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Univer- 
sitarios a percibir sus asignaciones de jubilación y pen- 
sión ajustadas conforme a la variación del Indice Medio 
de Salarios en función de lo dispuesto por el artículo 73 
del llamado Acto Institucional N% 9, de 23 de octubre de 
1979 y el artículo 39 de la Ley N* 13.728, de 17 de di- 
ciembre de 1968”. 


En el año 1986, en las sesiones de 8 y 9 de julio, 
con motivo de tratarse el proyecto de ley interpreta- 
tiva de régimen de movilidad de las prestaciones a 
pasivos, decíamos, respecto de este mismo problema, 
en cuanto a lo que debe entenderse por ley de carác- 
ter interpretativo, que una disposición de esta natura- 
leza sólo puede hacerse con relación a otra ley y no, como 
ocurre en este caso, a un acto institucional, cuyo nivel 
normativo no tiene esas características. En esa oportuni- 
dad establecimos nuestro criterio respecto del mismo 
punto. 


SEÑOR TOURNE. — ¿Me permite una interrupción? 


SENOR CERSOSIMO. — Después de la interrupción 
que con mucho gusto voy a conceder aj señor senador 
Tourné, pondré de manifiesto nuestra opinión sobre este 
asunto para que se vea claramente, se valorice y se pue- 
da tener en cuenta de manera muy nitida la coherencia de 
nuestra posición en este sentido. 


Con mucho gusto concedo la interrupción que me 
había solicitado el señor senador Tourné. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR TOURNE. — El señor senador Cersósimo for- 
muló argumentos en el sentido de que el proyecto de ley 
venido con sanción de la Cámara de Representantes for- 
maliza una interpretación respecto a un acto que no tiene 
carácter de ley, que no es legislativo. 


Creo que pueden existir razones muy sólidas para 
que doctrinariamente se discuta si un acto o un decreto 
institucional tienen características de ley o si se trata de 
una norma de distinta naturaleza. 


Compartimos el punto de vista expresado en cuanto 
a que una ley no puede interpretar un decreto, pero si 
puede interpretar la Constitución. Una ley que interpre. 
ta la Constitución interpreta una norma de naturaleza 
distinta, de orden superior. Y no puede darse el caso in. 
verso de interpretar un decreto porque basta simplemen. 
te con establecer en la disposición legal el alcance co- 
rrecto de ese decreto para que ella tenga valor. 

Existe una lógica, en ese proyecto de ley venido con 
sanción de la Cámara de Representantes, dada por dos 
elementos fundamentales. En primer lugar, el Acto Ins- 
títucional N? 19, cuyo valor no ha sido asignado por los 
hombres del Partido Nacional, con el cual culminó: el 
pacto del Club Naval, declaró que los Actos Instituciona- 
les Nos. 9 y 13 eran leyes y que debían tomarse como 
tales a partir del momento en que entrara a regir el sis. 
tema democrático constitucional. Por lo tanto, con res. 
pecto a ellos, podrían operarse las derogaciones que cual 
quier ley quisiera implantar. 
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En segundo término, en 1985 el Parlamento dictó 
una disposición por la que se reinstitucionalizó al Banco 
de Previsión Social y se eliminó del Acto N* Y todo el 
largo capítulo referido a la Dirección General de la Se. 
guridad Social. Lo derogó como si se tratara de una ley. 


De manera que, más allá de las consideraciones teóri- 
co doctrinarias, que puedan llevar a poner en duda la na- 
turaleza de estos actos institucionales, la lógica de los 
mecanismos habilitados por el Parlamento marca clara- 
mente que los Actos Institucionales Nos. 9 y 13 tienen na- 
buraleza de ley. Por lo tanto, su interpretación correspon. 
de a otra ley. No se trata de decretos con jerarquia infe. 
rior a la de la ley sino que son de la misma naturaleza, 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Puede 
continuar el señor senador Cersógimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — El problema en sí mismo no 
tiene mayor importancia, señor Presidente; pero le voy a 
contestar al señor senador Tourné que estuvo presente en 
esa sesión y que hoy sin duda tiene una óptica distinta, 
porque en aquella ocasión no me interrumpió. Quiere de- 
cir que lo dejó pasar... 


SEÑOR TOURNE. — Siempre lo escuché con atención. 
SEÑOR CERSOSIMO. — ...o cambió de opinión. 


En la referida oportunidad dije que los llamados Actos 
Institucionales Nos. 2 y 13 fueron leyes ordinarias durante 
la vigencia del Acto Institucional N? 19. Pero desde el 19 
de marzo de 1988 se produjo la caducidad de ese acto. Eso 
dice el considerando 12 del Acto Institucional N2 19 y tam- 
bién el literal F) del artículo 6% del mismo. Surge, enton- 
ces, el problema del nivel normativo de los Actos 9 y 13. 


SEÑOR TOURNE. — Desaparece todo el sistema de 
la Seguridad Social. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Esta es, entre otras, la ra- 
zón por la que nosotros entendemos que no es procedente 
la aprobación de este proyecto de ley, decíamos entonces, 
que está a examen del Senado. 


SEÑOR OLAZABAL. — ¿Me concede una interrup. 
ción, señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. -— Si comienzo a conceder im. 
terrupciones no podré expresar mi pensamiento, lo que, 
por lo menos para la bancada de la Unión Colorada y 
Batllista, es muy importante. 


SENOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — La 
Mesa no puede conceder interrupciones sin autorización. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Lo que sucede es que he 
escuchado con paciencia, con atención, y además, con gus- 
to, las exposiciones realizadas por los señores senadores 
Tourné y Gargano y no he solicitado interrupciones para 
que pudieran expresar su pensamiento. En cambio, cuan- 
do yo comienzo a hablar, se me interrumpe. ¿Por qué? 
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SEÑOR ZUMARAN. — El señor senador nos incita. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). -—— Si el 
señor senador se dirige a la Mesa lo evitará. 


No se puede interrumpir sin autorización del señor 
senador. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Decía entonces, señor Pre- 
sidente, que “el problema radica en el nivel normativo 
que tienen actualmente esos Actos Institucionales Nos. Y 
y 13 ¿Cuál es?” 


Quizás pudiera sostenerse que, por el artículo 7% del 
Acto Institucional N? 19 todavia tienen fuerza de ley; pero 
para ello debe hacerse una distinción. Por ejemplo, al. 
gunos artículos del Acto N? 19, como el 6%, habrían ca- 
ducado, y otros, como el 7%, estarían vigentes. Y ese ra- 
zonamiento no es convincente. 


En relación con este punto manifesté, concreta- 
mente, en aquella ocasión: el Código Civil dice que so- 
lamente las leyes pueden ser objeto de interpretación au- 
téntica por la vía de otra ley. Sólo toca al legislador 
—expone el artículo 12 del Código Civil— explicar o in. 
terpretar la ley de un modo generalmente obligatorio. 
El artículo 13 agrega que la interpretación auténtica, o 
hecha por el legislador, tendrá efecto desde la fecha de 
la ley interpretada. 


Aqui no se trata de una ley, agregábamos entonces, 
y aún los propios firmantes del proyecto de ¿a Cámara 
de Representantes dicen que tiene jerarquía legal, que es 
una cosa distinta. 


En aquella ocasión expresé —Jamento que el señor 
senador Aguirre no se encuentre en este momento en 
Sala— que el Director de la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto tiene jerarquía de Ministro pero no lo es. Ade- 
más, ciertos actos materiales, por ejemplo, una ordenanza 
en materia municipal, en su jurisdicción tiene fuerza de 
ley, pero no es una ley. El señor senador Aguirre me cox- 
testó, en cuanto a que el Director de la Oficina de Pla- 
neamiento y Presupuesto tiene jerarquia de Ministro pero 
no lo es, diciendo: “Es mucho más que un Ministro por- 
que los manda a todos”. Y, en la misma ocasión, mi que- 
rido amigo, el entonces señor senador Paz Aguirre agregó: 
“Pero sigue sin ser Ministro”. 


La verdad es que por más jerarquía legal que se pre. 
tenda otorgar al acto institucional, como señala el señor 
senador Tourné, no es una ley. En consecuencia, no puede 
ser interpretado como tal. Pero todo esto, sin embargo, 
no se refiere al fondo del asunto al que queremos llegar. 


Nosotros haciamos estas manifestaciones con el pro. 
pósito de determinar por qué expresamos el limite tem- 
poral, hacia el pasado, de este proyecto de ley, sitúan- 
dolo en el 1% de marzo de 1985. En la exposición de mo. 
tivos decimos que, “con el objeto de establecer muy cla. 
ramente la fecha de vigencia de la norma interpretada, 
se dispone en el proyecto que tenemos el agrado de pre- 
sentar al Cuerpo en el día de hoy, que esa vigencia, com 
la interpretación que se le da por el proyecto adjunto, se 
rá a partir de la promulgación de éste. uma vez que se 
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transforme en norma de derecho positivo, y que deben 
regir los aumentos de pasividades dispuestos por: la Ley 
N9 13.900, desde el 19 de abril de 1985, en función de 
que la primera revaluación, efectuada en el periodo de- 
mocrático iniciado el 1% de marzo de 1935, fue la que tuvo 
lugar en la oportunidad de referencia”. “Y es induda- 
ble que otorgar a la ley interpretativa un ámbito más 
«amplio hacia el pasado, aunque fuera procedente, que no 
lo es, sería vulnerar la interpretación de la Ley N% 15.980 
que derogó todas las disposiciones anteriores a la misma, 
como resulta en forma Clara de su propio contexto”. 


De esta manera, nosotros eliminamos el problema del 
desfinanciamiento provocado por el proyecto de Jey que, 
con media sanción, viene de la Cámara de Represen- 
tantes. 


Según los datos que nosotros tenemos a la vista y que, 
a nuestro requerimiento, se nos hicieron llegar por parte 
de los servicios técnicos, del Banco de Previsión Social 
-—aqui ya se ha hablado de ello-— ese desfinanciamiento 
sería de N$ 11.820:000.000, lo que representaria, aproxi. 
madamente, al tipo de cambio vendedor interbancario de 
N$ 409.50 al cierre del día 17 de octubre de este año 
—ahora es algo más— U$S 28:864.000. El Poder Eje- 
cutivo insiste, reiteradamente, en que no está en condi. 
ciones de abonar esta cifra, si no es con un evidente 
empuje inflacionario, es decir, con un aumento del costo 
de vida, con todas las consecuencias de esa naturaleza que 
todos conocemos y que, en definitiva, vendrian, a perju- 
dicar, entre otros, a aquellos a quienes queremos benefi. 
ciar a través de esta norma. 


SEÑOR ZUMARAN. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO. — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Puede 
interrumpir el señor senador. E 


SEÑOR ZUMARAN. — De acuerdo con las palabras 
del señor senador Cersósimo —si las he interpretado 
bien— la Unión Colorada y Batllista estaría dispuesta 2 
apoyar este proyecto si le quitáramos la retroactividad, y 
a sostener la conveniencia de esta solución desde la san. 
ción de la ley hacia adelante. 


Si esa €s la posición de la Unión Colorada y Bat- 
lista, constituiría un dato político muy interesante. -Los 
sectores de la oposición podemos votar esta ley pero, co. 
mo es público y notorio, existe la amenaza de veto por 
parte del Poder Ejecutivo. Sin embargo, si contáramos 
con el ¿concurso de la Unión Colorada y Batlista, esta. 
ríamos en condiciones de levantar el veto que se inter. 
pusiera, y esta reivindicación de las clases pasivas po. 
dría hacerse efectiva, por lo menos parcialmente. 


¿Es así, señor senador Cersósimo? 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Puede 
continuar el señor senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Esperaba que el señor se. 
nador Zumarán me hiciera esa pregunta. Pero si se revisa 
la versión taquigráfica, se comprobará que el que habla 
empleó bien el tiempo verbal. Dije que habíamos preparado 
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el proyecto y no que lo habiamos entregado o que lo tenia- 
os pronto para presentarlo en este momento a la Mesa. 


Con respecto al tema que estamos considerando, he- 
mos tenido siempre, para su mejor solución, una inten- 
ción, una dedicación y un propósito indeclinables, no sólo 
en esta Legislatura, sino en otras, y esencialmente por 
parte del Gobierno del señor Jorge Pacheco Areco, con 
el que tuvimos el honor de colaborar desde distintas Car- 
teras, 


Nuestro propósito sigue siendo el mismo, pero ha ha- 
bido circunstancias a las que seguramente se referirá el 
señor senador Jude, que me acaba de pedir una interrup. 
ción, que determinan que, por distintas razones y por 
nuestra conducta disciplinada dentro del marco en el que 
se mueve ei Partido Colorado, tengamos todavia algunas 
reservas en lo que hace a la presentación de este pro- 
yecto, aún sin mediar otras consideraciones como las que 
vamos a formular de inmediato. 


Concedo una interrupción al señor senador Jude. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR JUDE. — Señor Presidente: queremos dar 
una explicación al Senado con respecto a un tema que 
nos ha preocupado, que nos sigue preocupando y que nos 
seguirá preotupando, que es el que tiene que ver con las 
clases pasivas. 


Tenemos muchas coincidencias con lo que se ha ex- 
presado en la sesión de hoy por parte de señores sena- 
dores pertenecientes a distintos sectores representados en 
este Senado. 


Obviamente, no somos gobierno. La Unión Colorada 
y Batllista es un sector del Partido Colorado que ha in- 
tervenido, como es público y notorio, en el tema de las 
pasividades, y merced a su actitud favorable al levanta- 
miento del veto, fue posible la aplicación del aumento del 
107.7% que cobraron 326.000 pasivos. En aquel momen- 
to, mantuvimos una conversación prevía con el doctor 
Jorge Batlle y luego con el doctor Sanguinetti, a los efec. 
tos de llegar a una solución positiva. 


Quiero informar al Senado que, con ej mismo pro- 
pósito, en la mañana de ayer fuimos a conversar larga- 
mente con el señor Presidente de la República, llevándole 
—como no podía ser de otra manera— la propuesta de 
que ha dado cuenta el señor senador Cersósimo. Mani. 
festamos al doctor Sanguinetti nuestra preocupación por 
el tema de los pasivos y le ofrecimos una solución me- 
nos gravosa que esta por la que, por concepto de retroac- 
tividad, deben pagarse más de U$S 28:000.000. 


En esa entrevista, que fue cordial pero a la vez apa 
sionada, propusimos que el cumplimiento de esta ley fue- 
ra a partir de su sanción, sin tener en cuenta la retroac- 
tividad. Asimismo, le expresamos la idea de que se dis- 
pusiera, en el proyecto, un aumento del 1% en el Im- 
puesto al Valor Agregado a los efectos de financiar, de 
manera bastante equivalente, los incrementos en las asig- 
naciones de los pasivos que suponía la aplicación de la 
iniclativa. 
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La vigencia del régimen propuesto significaría una 
erogación de U$S 1:500.000 por mes, es decir, dólares 
18:000.000, generando una inflación del 6% que agre- 
gada a la que ya se ha alcanzado, haria que se llegara a2 
una del orden del 81%. 


Durante el transcurso de la conversación, el doctor 
Sanguinetti nos pidió, de manera muy especial, que no 
presentáramos el proyecto al Senado. 


SEÑOR ZUMARAN. — Lo presentamos nosotros, se- 
ñor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — La Me- 
sa advierte a los señores senadores que no se puede ha. 
cer dialogados. 


SEÑOR JUDE. — El tema de la inflación interesa al 
país y a la democracia. Creo que no hay ninguna de. 
mocracia que no tenga una economía sana. Naturalmen. 
te, pueden llegar al Gobierno otros planteos de distintos 
sectores y correrse el riesgo de incursionar en los cami- 
nos por los que están transitando Argentina y Brasil, 
con inflaciones de más del 100%, cuando, en definitiva, 
los más afectados por ellas son los pasivos, la gente de 
menores ingresos, que en tres o cuatro meses cobran un 
dinero que luego no van a percibir, porque se les va a 
quitar del bolsillo. 


Nuestra reflexión sobre el tema nos impulsó a tomar 
la decisión de no presentar el proyecto. 


Más allá de las diferencias que tenemos con el resto 
del Partido Colorado —como es público y notorio, no in. 
tervinimos en la Concertación Nacional Programática, que 
consideramos un gran error; votamos en forma diferente 
la Ley de Amnistía y tenemos diferencias en lo que tie- 
ne que ver con la enseñanza— en lo sustancial lo he- 
mos acompañado y en este caso también lo haremos en el 
sentido de no crear condiciones de peligrosas consecuen 
cias económicas para todos y para la democracia. 


Por esa razón, señor Presidente, tenemos un proyecto 
que hasta el día de hoy no hemos presentado. Mantuvi- 
mos una conversación con el señor Presidente de la Re. 
pública, a pedido suyo y por reflexión nuestra no lo pre- 
sentamos porgue no somos dependientes del señor Pre- 
sidente ni de nadie. Somos un sector que no está en el 
gobierno, pero que tal vez lo esté y en la medida en que 
ello sea, que lo va a ser, vamos a cumplir con los pasl. 
vos, porque ellos no deben olvidarse, más allá de los dis. 
cursos que puedan escuchar en los actos de intervención 
de los políticos, que nuestra actitud resultará positiva 
para ellos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). —- Puede 
continuar el señor senador Cersósimo. 


SEÑOR ZUMARAN. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR CERSOSIMO, — Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Puede 
interrumpir el señor senador Zumarán. 
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SEÑOR ZUMARAN. — Si el problema que tiene la 
Unión Colorada y Batllista es que no desea agregar el 
inconveniente de la retroactividad, pero está de acuerdo 
con aplicar a las pasividades el índice del 66,10%, basta- 
ría con votar afirmativamente este proyecto de ley y ne- 
gativamente el artículo 3%, que es el que establece la 
retroactividad. 


Creemos que se podría levantar el veto del Poder 
Ejecutivo con respecto al articulado, a excepción de la 
norma que establece la retroactividad para que se pue- 
da lograr plenamente el efecto de aplicar el 66.10% de 
ahora en adelante y asi no recargar a las finanzas del 
Estado, que es lo que preocupa en realidad a la Unión 
Colorada y Batllista. De esta manera se podría dar sa. 
tisfacción ahora en este aspecto parcial a las clases pa- 
sivas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc, Dardo Ortiz). — Puede 
continuar el señor senador Cersósimo. 


SEÑOR JUDE. — Pido la palabra para una moción 
de orden. 
SEÑOR PRESIDENTE. — (Esc. Dardo Ortiz). — 


Tiene la palabra el señor senador. 


SEÑOR JUDE. — Mociono en el sentido de que se 
prorrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar la moción for- 
mulada. 


(Se vota:) 
24 en 25. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Muchas gracias. 


Hemos sido muy claros en este planteamiento y, natu- 
ralmente, la explicación dada por el señor senador Jude 
forma parte de la verdad de nuestro esfuerzo. 


Hemos tenido que declinar una posición que nos es 
muy cara y respecto de la que hemos sido tan firmes du- 
rante muchos años. Lamentablemente, consideraciones de 
disciplina y unidad partidarias, determina; esta conducta 
y, a pesar de lo que alentamos en nuestro espíritu y de 
nuestra vocación de satisfacer, una vez más, los intereses 
de las clases pasivas del país, debemos decir que no es- 
tamos en condiciones de acceder a una solución de la im- 
dicada naturaleza. 


“Las palabras que encierran la verdad nunca suenan 
bien”, dice un apotegma muy antiguo que recuerdo; “las 
que suenan bien, no expresan la verdad”. El pago sin re- 
troactividad —aquí le contesto al señor senador Zuma 
rán— sería una erogación de, aproximadamente, nuevos 
pesos 609:000.000 mensuales o, expresado en dólares a la 
tasa de cambio actual U$S 1:500,000 en el mismo período, 
o sea. U£S 38:090,200 cn el año y pensamos que eso podria 
abonarse con los propios recursos del Banco. 
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De los informes que tenemos a la vista se desprende 
que la citra de N$ 609:400,000 a que me refería, u sex, 
la diferencia impaga, tomando el mes de setiembre de 1988, 
por concepto de la revaluación de abril de 1985, y abonada 
por debajo del índice medio de salarios, representa sola- 
mente un 3,42% de aqueclia suma. Esa no es una cantidad 
que requiera de un esfuerzo demasiado grande para ser 
pagada, Significa, según esos informes, que por el mes 
de setiembre último, para cumplir con aquella deuda há. 
bría que aumentar el presupuesto actual de: Banco, en, 
aproximadamente, dicho porcentaje. Sin embargo, na se 
habla de que haya que crear ningún tributo. 


Tal como recién lo manifestaba el señor senádor Ju- 
de, estábamos dispuestos, también, a aumentar el tribu. 
to del IVA en un 1%, dando, por ese concepto, una finan 
ciación de NS 700:000.000. Repito: se cubriria perfecta. 
mente la citada erogación aumentando en un 1% Ja tasa 
de ese impuesto. Sin embargo, se habia dicho que esto 
parece ser inflacionario y no contaría con la anuencia del 
Poder Ejecutivo ni con el respaldo de los señores senado. 
ves de la oposición. : 


Según la versión taquigráfica de la sesión realizada 
el día 15 de setiembre de 1988, el señor representante 
Cantón expresó a los representantes del Poder Ejecutivo 
en el seno de la Comisión de Previsión Social de la Cá- 
mara de Representantes lo. siguiente: “Fodos los, Diputa 
dos que estamos presentes —y no he escuchado ningu. 
ha voz discrepante— estamos de acuerdo con el señor 
Ministro -—más allá de las consideraciones que él formu- 
laba— en que lograr niveles de justicia es algo prácti- 
camente inalcanzable en el corto plazo”. Y más adelan- 
te agregaba: “En esta Comisión están representados casi 
todos los partidos políticos, por lo que haría votos para 
que el señor Ministro trasmita esta pregunta que es le. 
gítima. Y si el Poder Ejecutivo no está dispuestó a en- 
frentar estos grados eventuales de inflación, deberemos 
tratar de financiario”. Y expresó también: “solicitaría al 
señor Ministro que participara de una próxima reu- 
nión de esta Comisión, a fin de buscar una nueva fór- 
mula financiera ya que quizá se puedan cubrir esos 
N$ 610:000.000”. Quiere decir que esa cifra se: podría 
lograr mediante algún tributo que, de consuno, se arbi- 
traría por parte de ¡os señores Representantes Nacionales, 
entre ellos el de la Unión Colorada y Batllista y el Poder 
Ejecutivo. 


En tal oportunidad, el señor Ministro manifestó que 
no podía asistir a la sesión siguiente por razones derivá- 
das del ejercicio de su cargo y Nunca más dio una res- 
puesta. Sin embargo, expresó: “Estaremos en condiciones 
de suministrar una respuesta a la brevedad, a fin de sa 
tisfacer la inquietud planteada por el señor diputado Can- 
tón”. La Unión Colorada y Batllista esperó en vano esta 
respuesta y estaba dispuesta a votar este tributo. Pero 
eso tampoco satisfizo al Poder Ejecutivo, porque, se dijo, 
generaría inflación, que aumentaría los dígitos en un 11% 
más. Si esa inflación se siluara en este año en el 70% 
Uegaría, así a] 81%. 


El señor Director de Planeamiento y Presupuesto lo 
expresó a la Bancada de senadores, el viernes último. De- 
cimos que USS 1:500.000 distribuidos entre 100.000 pa- 
sivos, que serían los que estarían comprendidos en este 
problema creado con la fijación del indice de revaluación 
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de abril de 1985 —sería igual a USS 13 por pasivo-— y 
nuestros técnicos aos han asesorado en el sentido de que, 
según sus cálculos, de ninguna manera esa erogación, o 
sean N$ 609:00.000 llegará a aumentar la inflación en 
11 puntos. Por lo tanto, eso queda bajo la responsabilidad 
del Poder Ejecutivo y no de la Unión Colorada y Bat- 
Vista. Es por esa razón que lo decimos expresamente des- 
de esta banca. Es una ciíra que no va a estimular de ma- 
nera alguna el aumento de producción de bienes en el 
mercado, 


Este es el pensamiento de la Unión Colorada y Bat- 
llista. Sólo sirve, esa suma, para que jos pasivos coman un 
poco más o un poco más seguido, 


El Poder Ejecutivo liene, además, un colchón de ele- 
mentos financieros que puede usar en una emergencia de 
esta naturaleza, como por ejemplo, el derivado de los 
precios de los combustibles o el reintegro por IVA de lo 
que salga a la plaza por conceptos gravados. De esos 
U$S 1:500.000 uma parte sería gastada por los pasivos en 
bienes que tributan IVA, aunque sean los menos. Y, co- 
mo cantidad de moneda en plaza, la absorberian los al 
quileres, el aumento del boleto o de las tarifas públicas 
con sus impuestos, etc. 


Esto es lo que nosotros pensamos. Es lo que contiene 
nuestro proyecto de ley en sus disposiciones. Por eso no 
incluimos el aumento del 1% al IVA, porque entendemos 
que se puede pagar sin desequilibrios financieros como lo 
+xpresamos en nuestra exposición de motivos y no lo 
manifestamos arbitrariamente sino con cálculos técnicos 
y con asesoramiento de la misma naturaleza. 


*En cuanto al ámbito temporal de aplicación de las 
normas del proyecto, decimos allí, ello permite que pueda 
cumplirse su objeto sin sacrificio para el erario público 
gue no tendrá desequilibrios financieros por tal motivo”. 
Además, a pesar de lo expuesto, pensamos, también, y se 
lo transmitimos el viernes último al señor Director de 
Planeamiento y Presupuesto, quien no estaba muy lejos 
de esa solución según sus expresiones, en aumentar en 1% 
la tasa del IVA para solventar este gasto, y, por lo tanto, 
satisfacer, de esa manera, el legítimo derecho que induda- 
blemente, corresponde a los pasivos que fueron posterga. 
dos por aquella disposición de abril de 1985. Soa 100.000 
o más, según nuestros datos, los que comprendió la re- 
valuación por debajo dei índice del 66.10%. 


Decimos que esta ha sido la búsqueda de la solución 
que hemos enfatizado con carácter permanent. 


Su ámbito temporal está limitado al 1% de abril de 
1985, rigiendo, la revaluación fijada a través del índice 
medio salarial, a partir de la vigencia de esta ley inter- 
pretativa, si se convierte en norma de derecho. positivo. 
También eso, se dijo, generaba inflación y la desechaba el 
Poder Ejecutivo, aunque, repito que eso es de su exclu- 
siva responsabilidad y no de la Unión Colorada y Bat- 
tlista. Si una disposición de esa naturaleza, creaba una 
dificultad como la que se señalaba, estábamos dispuestos 
2 aumentar el tributo al valor agregado en un 1%, con 
el objeto de dar, a los pasivos, el aumento a que tienen 
derecho. Hemos defendido ese derecho en todos los perío- 
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dos de esta Legislatura y en olros anteriores. Si bien la 
Ley N? 15.900 no es interpretativa, de su esencia resulta 
que, por lo menos desde la iniciación del período demo- 
erático, es incuestionable su aplicación general, por ello 
y por las sentencias favorables del Tribunal de lo Con. 
lencioso Administrativo, que fueron dictadas en más de 
40 ó 50 especies, que tienen la característica de un acto 
regla y que debieron ser aplicadas a todos los casos, 


No es posible que haya dos clases de pasivos en el 
país: aquelios que perciben sus remuneraciones con un 
indice de fijación de la revaluación de acuerdo con lo 
que las normas legales disponen y otros, que han que- 
dado subsumidos por una interpretación, no ajustada a 
derecho, de los Actos Y y 13 que combatimos tenazmente. 
Por lo tanto, hemos sostenido y lo seguimos haciendo, a 
pesar de esta posición a que nos obliga la disciplina par. 
tidaria, que se ha vulnerado el principio establecido en el 
artículo 8% de la Constitución de la República, de que to. 
das las personas son iguales ante la ley, porque, en este 
caso, no han sido iguales los criterios para los aumentos 
establecidos por el año 1985, según la interpretación de 
las normas del caso y los fijados para 1986 y posteriores, 
inclusive, naturalmente, los que se determinan según la 
normativa establecida en la Ley N? 15.900, de 21 de oc- 
tubre de 1987. Por todo ello, es que hemos estructurado 
este proyecto y hemos buscado, de todas maneras, afa- 
nosamente, también en la Comisión de Asuntos Laborales 
y Seguridad Social, que integra nuestro compañero, el se. 
ñor senador Capeche ——<que trató este asunto con inmen. 
sa preocupación— y nos instó a resolver este problema. 


Por eso es que, manteniendo todos estos sentimientos, 
establecemos que esta no es la solución que la Unión 
Colorada y Batllista hubiera querido y que tiene que con- 
formarse con esta posición a pesar de que en conciencia 
sabe que en esta oportunidad no procede de acuerdo con 
su convicción sino con lo que indica en forma muy clara 
y terminante, la unidad partidaria, 


En esta oportunidad, tomamos el camino de acom- 
pañar al resto del Partido, por esas consideraciones que 
también pueden ser respetables —aunque no las compar- 
timos— porque no creemos que el mundo se desplome o 
que la inflación tome características alarmantes con dis- 
poner una erogación de N$ 609:000.000 por mes para dar- 
les lo que legítimamente les corresponde a más de 100.000 
modestos ciudadanos de la República. 


Por todas estas razones y contrariando -—repito— 
nuestros más íntimos sentimientos, no presentaremos es. 
te proyecto y no votaremos tampoco el que viene con 
media sanción de la Cámara de Representantes. 


SEÑOR OLAZABAL. — Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Tiene 
la palabra el señor senador, 


SEÑOR PENCO. — ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR OLAZABAL. — Sí, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Pue- 
de interrumpir el señor senador Penco. 
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SEÑOR PENCO. — Señor Presidente: a través de las 
exposiciones de los señores senadores Cersósimo y Jude, 
nos hemos enterado de algunas sorpresas, como por ejem. 
plo que la Unión Colorada y Batllista no forma parte del 
Gobierno y que cuando sea Gobierno la Unión Coiorada 
y Batllista, los pasivos van a tener en el gobierno a sus 
defensores. También nos hemos enterado que de acuerdo 
al asesoramiento técnico que han tenido los señores se- 
nadores, las soluciones que han presentado -—o preten. 
dían presentar porque no lo han hecho-— no generaban 
inflación. 


Después de la -——como calificó el señor senador Ju- 
de— acalorada o apasionada conversación con el señor 
Presidente de la República, parecería que los señores se- 
Madores fueron convencidos de que efectivamente habría 
inflación. También han afirmado los señores senadores 
que, en consecuencia, la responsabilidad es del Poder Eje- 
cutivo. Con todo respeto señalo que si bien hay respon- 
savilidad del Poder Ejecutivo —;¡y vaya si la hay en 
este caso/— también la hay en todos y cada uno de los 
senadores que forman parte de este Cuerpo, según el mo- 
de como voten el proyecio a consideración del Senado 
o, en definitiva, aporten otras soluciones reales a un pro- 
blema que afecta a más de cien mil jubilados. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Puede 
continuar el señor senador Olazábal. 


SEÑOR CERSOSIMO. — ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador, para contestar una alusión? 


SEÑOR OLAZABAL. — Hoy le pedi dos interrup- 
ciones al señor senador y no pudo dármelas. Se la voy a 
conceder, encantado, pero le voy a dar la facilidad al se- 
ñor senador Cersósimo de que pueda contestar simultá.- 
neamente al señor senador Penco y a quien habla, por- 
que pienso aludir a la Unión Colorada y Batllista. Ñ 


SEÑOR CERSOSIMO. — Le pido disculpas al señor 
senador porque tiene razón en este caso. 


SEÑOR OLAZABAL. — Como siempre, señor se- 
nador. 
SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Los 


señores senadores no pueden dialogar. Está en uso de la 
palabra el señor senador Olazábal. 


SEÑOR OLAZABAL. — Hemos escuchado una serie 
de argumentaciones que se caen por su propio peso. Des- 
pués de casi ocho meses de discutir este proyecto, se nos 
viene a anunciar que la Unión Colorada y Baillista tie- 
ne un proyecto que fue consultado en el día de ayer con 
el Presidente de la República. Hasta el momento, el mis. 
mo había sido absolutamente secreto, ya que nou había 
sido planteado en ninguna Comisión ni en un lugar pú- 
blico. Se nos explica que el proyecto era muy bueno, pe 
ro que otras razones llevan a no poderlo presentar. Es 
decir, de alguna forma se trae un proyecto del que no se 
tenia noticia cuando débió presentarse, y que tampoco 
existe ahora. Me pregunto de qué proyecto concreto po- 
demos estar hablando. Pero nos damos cuenta de que no 
existe sino en los discursos de los señores senadores de 
la Unión Colorada y Batllista. No quiero violar el Re- 
glamento, pero creo entender las motivaciones que llevan 
a la Unión Colorada y Batllista a tomar cierta distancia 
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del resto del Partido Colorado en el tema de los pasivos. 
Aclaro que tanto la fundamentación legal que se ha he- 
cho, como el proyecto propuesto a consideración del Pre- 
sidente de la República. adolecen de notorias tallas po- 
liticas y jurídicas. Esto no parece otra cosa que un dis. 
curso destinado a diferenciarse del resto del Partido Co- 
lorado y a tener, en el momento de votar, la misma ac- 
titud que ese Partido. En algo es más grave lo que ex. 
presa la Unión Colorada y Batllista que lo que mani- 
fiesta el resto del Partido Colorado. 


Cuando en la Comisión y en el Senado se habló 
de la influencia de este proyecto sobre el déficit fiscal, 
se estuvo de acuerdo en reconocer que el mismo no se 
provoca a consecuencia de los jubilados, sino de un con- 
junto muy importante de gastos del Estado, de los cua- 
les este proyecto es una infinitésima parte. De la inter. 
vención del señor senador Jude, resulta que la inflación 
es culpa, directamente, de los jubilados y pensionistas. 


Después de haber reconocido el otro sector del Par- 
tido Colorado, en materia de déficit fiscal, que esto era 
una pequeña gota en el mar y que no había que hacer 
una relación déficit.fiscal con este proyecto de ley de 
jubilaciones, luego se nos trae una explicación que dice 
que si se aprueba este proyecto, la inflación llega al 
81%, con lo cual le estamos echando la culpa de todos 
los males a los pasivos, incluso de que pudiera pasar a 
parecerse nuestro país a la República Argentina o a Bra- 
sil, en base a que se pueda votar este proyecto de ley que 
no hace otra cosa que hacer justicia con los pasivos que 
no tuvieron la revaluación adecuada en 1985. 


Por Otra parte, debo anotar una contradicción. Al 
mismo tiempo que el señor senador Jude dice que no po- 
demos votar este proyecto porque la inflación se va al 
81%, el señor senador Cersósimo explica que, en reali. 
dad, él no cree que se vaya al 81%, que estos son datos 
suministrados por el servicio técnico del Poder Ejecutivo 
y Que, por lo tanto, deja a la responsabilidad de este 
Poder el haber aportado estos datos y paralizar la apro- 
bación del presunto proyecto de ley, 


10) INDUSTRIA HOTELERA. 
Situación de sobreendeudamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc, Dardo Ortiz). — Dis- 
culpe que lo interrumpa, señor senador, pero se va a dar 
cuenta de la integración de una Comisión. 


(Se da de la siguiente: ) 


“Comisión Especial Encargada «del Estudio del So- 
breendeudamiento de la Industria Hotelera: 


Señores senadores Juan Raúl Ferreira, Francisco 
Mario Ubillos, Francisco Terra Gallinal, Alfredo Tra- 
versoni y Melchor Bergara”. 


11) ASIGNACIONES DE JUBILACIONES Y 
PENSIONES. Regularización de los ajustes 
aplicados al 1% de abril de 1985. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). —- Conti 
núa en discusión general el asunto que figura en primer 
término del orden del día. 
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Puede continuar en el uso de la palabra el señor 
senador Olazábal. 


SENOR OLAZABAL. -—— Señalaba que el problema del 
81% de la inflación se utiliza como justificativo para nou 
votar este proyecto de ley, en la comprensión razonable 
de que perteneciendo al mismo Partido no se le puede 
crear al Poder Ejecutivo una situación como esta, que 
significaría desequilibrarle todas las variables económicas. 


Por otro lado, se dice con toda tranquilidad que se 
desconfia de que esto sea realmente asi, que se trata de 
datos aportados por el Poder Ejecutivo, pero que igual 
tiene que aceptarlos en razón de disciplina partidaria. 


Creo que no existe otra disciplina que la que devie- 
ne del propio convencimiento; estoy absolutamente se- 
guro de eso. Cuando ella no se basa en el convencimien- 
to, se destruye rápidamente. 


En esc sentido, la Unión Colorada y Batllista en re- 
lación con el tema de los pasivos está absolutamente 
comprometida con la política general del gobierno del 
Partido Colorado, aunque su discurso sea distinto. 


Le concedo la interrupción al señor senador Cersó. 
simo. Fui deliberadamente breve para permitirle que pue- 
da contestar simultáneamente las alusiones de que ha 
sido objeto. 


12) MENSAJES DEL PODER EJECUTIVO POR 
LOS QUE SOLICITA VENIA PARA EXONE- 
RAR DE SUS CARGOS A UN FUNCIONARIO 
DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
Y A UN FUNCIONARIO DEL MINISTERIO 
DE EDUCACION Y CULTURA. 


SEÑOR TOURNE. -—- Pido la palabra para una mo. 
ción de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Tiene 
la palabra el señor senador. 


SEÑOR TOURNE. — Señor Presidente: a la hora 
21 se levantará la sesión, como está dispuesto por el Re- 
glamento. La Comisión de Asuntos Administrativos de- 
be dar cuenta al Senado de que hay dos venias que se 
vencen en el día de hoy. 


Por consiguiente, estima necesario que luego de las 
21 horas, el Cuerpo pase a sesión secreta a los efectos 
de tratar esas dos venias de destitución. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Se va 
a votar si al terminar la sesión ordinaria, el Senado pasa 
a sesión secreta para tratar dos venias. 


(Se vota:) 


26 en 27. Afirmativa. 


13) ASIGNACIONES DE JUBILACIONES Y 
PENSIONES. Regularización de los ajustes 
aplicados al 1%? de abril de 1985. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). -— Conti. 
núa en discusión general el asunto que figura en primer 
término del orden del día. 
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Tiene la palabra el señor senador Cersósimo. 


SEÑOR CERSOSIMO. — Estoy pensando si el señor 
senador Olazábal integraba el Cuerpo en esa época. Pe- 
ro en alguna de las tantas intervenciones que tuvo la 
Unión Colorada y Batllista en esta materia, él estaba 
presente y no advertí que pusiera de manifiesto la acti 
tud de nuestro sector, cuando libramos, a favor de los pa- 
sivos, más de una batalla, que inclusive, determinó el 
cambio de la posición del Poder Ejecutivo en c! año 1986. 


En ese año defendimos en forma total estas solucio 
nes mantenidas a través de toda nuestra trayectoria en 
el Parlamento. Sin embargo, ahora se nos crítica porque 
se ha enervado circunstancialmente, nuestra convicción 
más intensa en relación con el problema de que se trata, 
en función de una unidad partidaria que ha sido la ca. 
racterística primordial y también indeclinable del Parti- 
do Colorado en esta Legislatura. 


Es notorio que no integramos el Gobierno a nivel dei 
Poder Ejecutivo, porque ni siquiera tenemos un Ministro 
en el Gabinete. Creo que no es ningún secreto que no 
formamos parte del Poder Ejecutivo, que la Unión Colo. 
rada y Batllista no tiene absolutamente nada que ver con 
la orientación del Poder Ejecutivo, ni desde luego, en con. 
secuencia, con la economía ni con las finanzas del pais, 
lo que hace, sin duda, mucho más firme, claro y leal con 
el Partido el temperamento adoptado en esta emergencia. 
Hubiera sido más redituable desde el punto de vista que 
señala el señor senador Olazábal, votar nuestro proyecto 
de ley y separarnos del Partido Colorado en este episodio. 
Cuando llegaran las instancias posteriores seguiríamos to. 
herentes con nuestra conducta y adoptaríamos la posición 
que fuera procedente. Pero no hemos querido hacerlo por- 
que entendemos —y hemos dado ejemplos positivos en 
€se aspecto en el Senado-— que ha sido nuestra norma, 
también, la de votar junto con el Partido Colorado, lo- 
grando soluciones, como indicaba recién el señor sena. 
dor Jude, aunque no se hayan compadecido en muchos 
casos, con nuestros sentimientos, con nuestra manera de 
pensar y con lo que han sido nuestra conducta y prédica 
políticas en tales materias. 


Esta posición de ahora constituye para nosotros un 
tremendo esfuerzo; significa un gran sacrificio —lo hemos 
dicho reiteradamente y lo repetimos — votar en contra de 
las disposiciones que pueden amparar un derecho abso.. 
lutamente legítimo y de recibo por parte de determinado 
sector de los pasivos del pais. Pero tenemos que declinar 
nuestros sentimientos porque hay razones que pueden no 
ser de absoluto acogimiento para nosotros; pueden no es- 
tar en armonia con las nuestras, pero son efectuadas por 
técnicos del Poder Ejecutivo y tienen, además, un eleva: 
do carácter político desde el momento en que se mani 
fiestan, nada menos, que a través de la posición sustenta 
da al respecto, como ha dicho el señor senador Jude. por 
el señor Presidente de la República. 


En aras de ese entendimiento, nuestro sector —y quie- 
ro que se interprete bien lo que acabo de manifestar— 
está llevando a la práctica en forma permanente, ese pro- 
pósito unificador, también a través de nuestra actuación 
en el Parlamento, donde, muchas veces, por un principio 
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de disciplina, tenemos que dejar de lado nuestros senti. 
mientos personales para actuar de acuerdo con las resul. 
tancias políticas de un asunto determinado. Este es un 
caso de ese tipo, 


No veo que genere ninguna expresión condenable 
nuestra posición. Tiene que ser más bien una actitud que 
debe merecer el respeto, la consideración y sobre todo 
la tolerancia del resto de los integrantes de este Senado. 
Eso lo digo con humildad y con emotividad de nuestra 
parte, porque nosotros actuamos de esta manera, más ailá 
de nuestras conveniencias políticas, sin medir el costo, 
de esa naturaleza, que ello significa, ni sus resultados; 
lo hacemos, una vez más, respondiendo a ese otro propó- 
sito de unidad del Partido, que es tan caro a nuestro 
espíritu y que hemos demostrado que lo llevamos a ja 
práctica de manera permanente. Así lo hemos hecho en 
todo el transcurso de esta Legislatura que integramos. 


14) MENSAJES DEL PODER EJECUTIVO POR 
LOS QUE SOLICITA VENIA PARA EXONE- 
RAR DE SUS CARGOS A UN FUNCIONARIO 
DEL MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
Y A UN FUNCIONARIO DEL MINISTERIO 
DE EDUCACION Y CULTURA. 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — De 
acuerdo con lo resuelto, el Senado pasa a sesión secreta 
para la consideración de Mensajes del Poder Ejecutivo por 
los que solicita venia para exonerar de sus cargos a dos 
funcionarios. 


(Asi se hace. Es la hora 21) 
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(¿EN SESION PUBLICA) 


SEÑOR PRESIDENTE (Ese. Dardo Ortiz). — Ha: 
biendo número continúa la sesión. 


(Es ja hora 21 y 12 minutos) 
—Dése cuenta de lo actuado en sesión secreta. 


SEÑOR SECRETARIO (Dn. Félix B. El Helou). — 
El Senado, en sesión secreta resolvió conceder venia al 
Poder Ejecutivo para exonerar de su cargo a un funcio. 
nario del Ministerio de Defensa Nacional y ne hizo lu. 
gar a la solicitud de venia para exonerar de su eargo 2 
una funcionaria del Ministerio de Educación y Cultura. 


15) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE (Esc. Dardo Ortiz). — Queda 
levantada la sesión. 


(Así se hace siendo la hora 21 y 13 minutos, presidien- 
do el señor senador Ortiz y estando presentes el señor Pre- 
sidente, doctor Batlle y los señores senadores Batalla, Ber- 
gara, Bemio de Brun, Cadenas Boix, Capeche, Cigliuti, 
Ferreira, Forteza, Gargano, Jude, Olazábal, Penco, Perey- 
ra, Posadas, Senatore, Terra Gallinal, Tourné, Traversoni 
y Zumarán). 
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